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Introducción 
 
Se entiende por violencia intrafamiliar toda acción u omisión cometida por algún 
miembro de la familia, que perjudique el bienestar, la integridad física, 
psicológica o la libertad y el derecho al pleno desarrollo de otro (a) miembro de 
la familia, sin importar el lugar donde ocurra. Por consiguiente es el maltrato a 
mayores y menores de edad, maltrato de pareja y entre otros miembros de la 
familia.  
 
En la actualidad la violencia intrafamiliar es uno de los problemas que afectan a 
miles de familias Nicaragüenses las cuales en silencio sufren las 
consecuencias de estos delitos, se considera como un problema de salud 
pública, según el Decreto 67-96 del Ministerio de Salud, también se ha 
convertido en uno de los fenómenos mas complejos en el sistema judicial 
Nicaragüense, con cantidades mayores de causas judiciales presentadas, lo 
cual repercute en la celeridad procesal y en el presupuesto que se le otorga a 
los órganos de justicia especializados para la resolución de estos conflictos. 
 
El estado de Nicaragua ha buscado la manera de regular y solventar los vacios 
jurídicos en relación a este delito, sin embargo se deben de aumentar los 
estudios y análisis sobre este tema para encontrar soluciones especificas y 
reales que ayuden a disminuir el maltrato intrafamiliar en Nicaragua y que a la 
vez generen mayor confianza a todas las personas afectadas para que logren 
denunciar a sus agresores sin temor alguno, y así estos, puedan ser juzgados 
de acuerdo a las leyes de nuestro país, y reciban las penas justas, que les 
permita recapacitar sobre los daños causados y evitar de esta forma que en 
futuro sean reincidentes. 
 
Para lograr esto se debe de disponer de información veraz y objetiva, se deben 
de identificar todos y cada uno de los factores de riesgo, así como las posibles 
soluciones para poder formular estrategias que lleven al control del delito. 
  
 
La sociedad Nicaragüense ve con mucha preocupación la situación de la 
violencia intrafamiliar ya que aun existen un sin número de temores y dudas 
sobre como enfrentar una situación como esta; a pesar que es un tema que ha 
sido estudiado y analizado desde diversos puntos de vistas y temáticas.  
 
Es necesario que en Nicaragua se hagan públicas no solo las noticias que ha 
diario se observan en los medios de comunicación sobre la violencia 
intrafamiliar, sino que también se conozca sobre todos aquellos informes 
técnicos y científicos que se revisan y que la población desconoce de su 
existencia, ya que esto ayudaría ampliar el nivel de conocimiento de la 
población sobre una temática en la que todos nos encontramos vulnerables.  
 
Con este trabajo investigativo pretendemos analizar la violencia doméstica o 
intrafamiliar en el contexto actual que vive nuestro país, y de esta forma aportar 
a la sociedad recomendaciones que sean de utilidad para evitar y a la vez 
denunciar sin temor alguno todo indicio que señale que en el vínculo familiar 
existe violencia doméstica contra cualquiera de los miembros del mismo.  
 
Para esto señalaremos el procedimiento que la víctima debe de interponer  
ante las instancias correspondientes para que se inicie el juicio contra su 
agresor, aportando todo tipo de medio probatorio, que permita hacer que los 
hechos sean totalmente comprobados, dando a conocer las Leyes e instancias 
que protegen a todos aquello individuos que sufren de maltrato tanto físico 
como psicológico.   
 
 
 
 
 
 
 
  
 
Objetivos 
 
 
Objetivo general 
 
 Conocer el tratamiento penal que se le da a los delitos de violencia 
doméstica o intrafamiliar en Nicaragua 
 
Objetivos específicos 
 
 Dar a conocer en que consiste el delito de la violencia intrafamiliar 
 Determinar los delitos penales relacionados con la violencia intrafamiliar 
con mayor afectación a las familias nicaragüenses 
 Dar a conocer el delito de mayor concurrencia en casos de violencia 
intrafamiliar 
 Dar a conocer las causas y efectos que conlleva el delito de violencia 
intrafamiliar en Nicaragua 
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Capítulo 1 
 
1.   La violencia doméstica o intrafamiliar en la sociedad Nicaragüense 
1.1  FENÓMENO DE LA VIOLENCIA DOMÉSTICA  
 
La violencia doméstica o intrafamiliar se ha transformado en un fenómeno cuya 
acción afecta a miles de familias1 alrededor de todo el mundo, y Nicaragua no 
ha sido la excepción a estos sucesos. En nuestro país, la violencia doméstica 
se ha convertido en uno de los problemas más serios que enfrenta la justicia y 
la salud pública.  
 
Es el Estado quien en diferentes informes y tratados ha reconocido que la 
violencia y la subordinación, se han venido dando principalmente en el hogar, 
problema que atañe en la familia y en la comunidad en general. 
 
El Estado junto con la sociedad misma ven con motivo de mucha preocupación 
la situación de violencia, ya que no ha sido lo suficientemente estudiada y 
analizada, y hasta el día de hoy son muy pocos los informes técnicos y 
científicos que se han publicado en Nicaragua sobre este tema. Disponer de 
información veraz sobre la violencia, es una necesidad para conocer a 
profundidad este problema e identificar los factores de riesgo, posibles 
soluciones y formular las estrategias para su reducción y control (Duarte 
Castellón, 2006). 
 
Según Manuel Osorio violencia, es la acción y efecto de violentar, de aplicar 
medios violentos a cosas como intimidación o, a personas para vencer su 
resistencia. Las repercusiones jurídicas de este proceder son tanto de orden 
civil como penal. Con respecto al primero, porque representa un acto 
atentatorio contra la libre voluntad de las personas en la realización de los 
actos jurídicos, por la cual es causa de nulidad.     
                                                            
1 Se entiende por familia según Mariblanca Staff las personas que tienen una relación de 
parentesco, ya sea por vínculos consanguíneos, por motivos de adopción o por afinidad. La 
familia se forma por medio de la unión consensual o a través del matrimonio.   
  
El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define el término 
“violento” como que “esta fuera de su natural estado, situación o modo”. De 
esta forma en el ámbito violento será violenta toda acción u omisión que se  
exceda de los parámetros exigidos por la normalidad de las relaciones dentro 
de la familia o de la pareja. 
 
La violencia doméstica, familiar o intrafamiliar comprende todos aquellos actos 
violentos, desde el empleo de la fuerza física, hasta el montaje, acoso o la 
intimidación, que se producen en el seno de un hogar y que afecta por lo 
menos a un miembro de la familia contra otro familiar.    
 
La violencia de género (violencia contra la mujer) se encuentra ligeramente 
ligada a la violencia doméstica, puesto que con frecuencia se presenta la 
violencia del hombre en contra de la mujer por un sentimiento de superioridad y 
dominación de este sobre ella, mas extensamente, el machismo incluyendo 
una violencia sexista y de pareja. 
 
La existencia de violencia doméstica indica un retraso cultural en cuanto a la 
presencia de los valores como la consideración, tolerancia, empatía y el 
respeto por las demás personas, independientemente de su sexo. El maltrato 
doméstico incluye a las agresiones físicas, psicológicas o sexuales llevadas a 
cabo en el hogar por parte de un familiar que hacen vulnerable la libertad de 
otra persona y que causan daño físico o psicológico. 
 
Se entiende por violencia intrafamiliar toda acción u omisión cometida por algún 
miembro de la familia, que perjudique el bienestar, la integridad física, 
psicológica o la libertad y el derecho al pleno desarrollo de otro miembro de la 
familia, sin importar el lugar donde ocurra. Por consiguiente es el maltrato a 
mayores y menores de edad, maltrato de pareja y entre otros miembros de la 
familia (Duarte Castellón, 2006, Pág. 4). 
 
La violencia en todo su sentido es uno de los mayores exponentes de violación 
a los derechos humanos, se ha convertido en un obstáculo para el logro de 
  
muchas de las metas del desarrollo, una de las mayores amenazas para la 
salud pública, un obstáculo para el cuidado temprano de la niñez, y una barrera 
para la educación de calidad de niños y niñas y para la población de un 
ambiente seguro para toda la sociedad en su conjunto. 
 
La violencia, puede constituir el mayor ítem de gastos públicos y privados en 
una sociedad, esto por los costos de los juicios, de los sistemas carcelarios, 
costos relacionados con la salud así como por los costos indirectos debido a la 
reducción de la productividad, el aumento del ausentismo, y los muchos efectos 
a largo plazo en los niños expuestos a la violencia. 
 
La abrumadora  mayoría de actos violentos son cometidos por hombres, a 
cualquier nivel, entre individuos, al interior de y entre grupos, y al interior de las 
instituciones sociales. Estos actos de violencia son cometidos no solo contra 
mujeres y niños, sino también contra otros hombres, y aunque las estadísticas 
de los centros que  atienden a las víctimas de violencia doméstica, indican que 
es la mujer quien sufre más por maltrato, también el hombre se presenta como 
una víctima. 
 
En nuestro país se han comenzado a realizar seminarios en el que se aborda el 
tema de la violencia ya no solo para la mujer o niños sino también para el 
hombre, como lo fue “Por una masculinidad libre de violencia en el 2006” lo que 
indica que los hombres también han levantado la voz para evitar la violencia 
masculina.  
 
En países como México y Colombia los trastornos psicológicos  de mujeres 
causados por el ciclo de la violencia doméstica han llevado a que estas 
reaccionen en contra de su agresor cometiendo delitos de homicidio, delitos  
que en cada país han sido debidamente juzgados; en la actualidad estos casos 
de mujeres haciendo justicia con sus propias manos, los han llevado hasta los 
medios de comunicación y medios televisivos mostrándole al mundo por 
medios de programas el desenlace de cada caso.      
         
  
La violencia intrafamiliar conlleva a una serie de consecuencias que afectan a 
todas las personas involucradas sin importar la edad u origen que tengan. 
Estudios que se han realizado han encontrado que en hogares donde existe 
maltrato o violencia psicológica o cualquier tipo de violencia, los hijos son 15 
veces más propensos a manifestar algún tipo de maltrato en su etapa adulto. 
En una sociedad como la nuestra somos vulnerables a este tipo de situaciones.  
 
La mayor gravedad que podemos destacar, es que de incrementar los índices 
de violencia doméstica estaríamos obteniendo una sociedad llena de violencia 
y sin control de estas acciones, en contra no solo de los miembros de un 
núcleo familiar sino también ante cualquier relación social que una persona 
pueda llevar.  
 
El Instituto de Medicina Legal ha realizado investigaciones en el que se 
muestra que el delito de violencia doméstica o intrafamiliar (tipificado en el 
Código Penal Arto. 155), se dictaminan 10,187 casos en el periodo de un año 
lo que corresponde al 21.69% del total de lesiones causadas por hechos de 
violencia en general, y constituye después de las lesiones interpersonales 
(violencia en las calles y vecinal) la segunda causa más frecuente de 
valoraciones medicas, lo que a su vez implica que la violencia intrafamiliar 
representa la segunda causa de lesiones físicas no fatales que presentaron las 
personas a nivel nacional. Las cifras de violencia intrafamiliar sufren una 
mínima disminución cada año (Duarte Castellón, Zacarías; Violencia 
Intrafamiliar, Nicaragua 2006).  
 
La doctora Enriqueta Davis, traduce los efectos de la violencia intrafamiliar en 
familias desintegradas, de mujeres, de niños, niñas, adolecentes, ancianos y 
ancianas y también hombres con desajustes emocionales y con consumo de 
drogas, alcohol, actos violentos, daños a terceros y a si mismo, que conllevan 
altos costos para la sociedad en su conjunto (Davis, 1998). 
 
La violencia dirigida hacia cada persona es una tragedia personal, un trauma 
para la persona afectada, y para la familia. La violencia doméstica se constituye 
  
entre los delitos de integridad física, lesiones en el arto 155 del Código Penal 
de Nicaragua. Se convierte en delito cuando además de ejercer cualquier tipo 
de fuerza, violencia o intimidación física o psíquica, se relaciona con lesiones 
leves, graves y gravísimas. 
 
Los actos violentos pueden agruparse en dos categorías: la física y la psíquica. 
El concepto de violencia física se define a través de su oposición con el 
contrario, es decir, la tradicionalmente violencia moral, que fue utilizada en el 
Derecho Romano. Habrá violencia física cuando el acto violento implica algún 
efecto sobre un elemento material, ya sea sobre el propio cuerpo de la víctima  
o sobre alguno de sus objetos (Joaquín Delgado, 2001). 
 
La Ley 27 de 1995 De la Violencia Intrafamiliar y el Maltrato a Menores de 
Panamá; define la violencia física como aquella en la que se utiliza la fuerza y 
el poder produciendo daños o heridas corporales a la persona que la recibe, 
generalmente requiere de atención medica y se sufren de incapacidades para 
desenvolverse normalmente durante un periodo de tiempo. Entre los hechos 
que pueden ser mencionados están: las heridas, las cortadas, las fracturas y 
roturas de huesos, las bofetadas y puñetazos, las patadas, las quemaduras, 
entre otras.             
 
Joaquín Delgado cita que será violencia psíquica cualquier acción u omisión 
que, sin afectar a un elemento material (cuerpo u objeto de la víctima) y 
atentando contra la dignidad de otro miembro de la familia o pareja, no pueda 
entenderse como forma normal de producirse las relaciones familiares.  
 
Aunque esta violencia no se ve a simple vista, si produce efectos emocionales 
y mentales, afectando la autoestima de la víctima. Entre los hechos que se 
consideran en este tipo de violencia se encuentran los insultos verbales y los 
gritos, entre otros, que cada día se vuelven más comunes en nuestro país.  
 
La primera revisión a las normas y procedimientos para la atención  de la 
violencia  intrafamiliar y sexual en Enero del 2006 por el Ministerio de Salud cita 
  
además de la violencia física y psíquica, la violencia sexual, violencia 
patrimonial o económica y violencia de pareja.   
 
Violencia sexual es todo acto en el que una persona en relación de poder 
respecto a otra, haciendo uso de la fuerza física, coerción o intimidación 
psicológica, la obliga a realizar actos sexuales en contra de su voluntad, o 
participar en interacciones sexuales, tales como ver escenas de pornografía 
que propicien victimización en las que el agresor intenta obtener gratificación. 
La violencia sexual ocurre en una variedad de situaciones tales como la 
violación dentro de la pareja, abuso sexual infantil, incesto, acoso sexual, 
explotación sexual comercial de la niñez y adolescencia. Incluye además: 
relaciones emocionales sexualizadas, caricias o manoseos no deseados, 
exposición obligatoria ante material pornográfico, chantaje sexual entre otros. 
Como violencia patrimonial o económica conoceremos todas aquellas acciones 
u omisiones tomadas por el agresor, que afectan la sobrevivencia de la mujer, 
sus hijos e hijas, el despojo o destrucción de sus bienes personales o 
mancomunados que puede incluir la casa de habitación, enceres domésticos, 
equipos y herramientas de trabajo, bienes muebles o inmuebles. Incluye 
también la negación a cubrir las cuotas alimenticias para hijas e hijas o los 
gastos básicos para la sobrevivencia del núcleo familiar.        
 
La violencia de pareja se refiere a la ocurrencia de diversas formas de violencia 
contra la mujer, ejercida generalmente por sus maridos, ex maridos o ex 
compañeros de vida, la cual se expresa mediante todo ataque material o 
psíquico que incide en su libertad, dignidad y seguridad, y que afecta su 
integridad psíquica, moral y/o física.                     
 
El Arto 41, inciso (d) del Anteproyecto del Código de la Familia recientemente 
presentado ante la Asamblea Nacional, cita también la violencia patrimonial; 
como la acción u omisión de quien afecte o cause daño a los bienes muebles o 
inmuebles pertenecientes al grupo familiar. También constituye violencia 
patrimonial el control de los bienes y recursos financieros, manteniendo así el 
dominio sobre la mujer y los restantes integrantes de la familia, la negación de 
  
proveer los recursos necesarios en el hogar, desconocimiento del valor 
económico del trabajo doméstico dentro del hogar y la exigencia para que 
alguno de sus miembros abandone o no inicie un trabajo remunerado. 
 
1.2  ANTECEDENTES DE LA VIOLENCIA DOMÉSTICA O INTRAFAMILIAR 
 
Los orígenes del fenómeno de maltrato físico y psíquico al interior de la familia 
se puede localizar en ciertas ideas tradicionales sobre el papel femenino y 
masculino en la sociedad y en el propio seno del núcleo familiar, esto de una 
parte, y en el absoluto respeto estatal, fruto del individualismo radical, por 
diversos conceptos como privacidad e intimidad entendidos de manera 
absoluta.   
 
La violencia intrafamiliar ha sido una constante en el núcleo familiar, 
especialmente en la relación de pareja. Desde la Colonia se encuentran 
testimonios de este fenómeno, aunque no se sabe con certeza si fueron 
producto de la forma de colonización impuestas por los españoles, o si 
realmente esta practica viene desde los indígenas, algunos historiadores 
expresan que, “ya en la Colonia los malos tratos habituales constituyan la 
causa principal que argumentaban las mujeres que entablaban causas de 
divorcio. La documentación colonial revela también que la violencia marital era 
una de las causas de muerte de las mujeres. Muchos casos se dieron dentro 
de la historia especialmente en el siglo XVIII” (Cástulo, Cisneros Trujillo; La 
Violencia Intrafamiliar, Política Criminal del Estado; Univ. De estudios Bogotá 
Colombia; 2006. P. 204, 205, 206).  
 
Hasta finales del siglo diecinueve no existieron leyes en el reino Unidos que 
prohibieran a un hombre abusar físicamente de su mujer, excepto en los casos 
de graves perjuicios o asesinatos (María José Benítez, año 2004. Pág.31).  
Así en Europa durante la edad media, los nobles golpeaban a sus esposas con 
la misma regularidad que a sus sirvientes. Hasta tal punto se permitía la 
Violencia Familiar que en Inglaterra se utilizaba para controlar la violencia 
extrema lo que se denomino  ¨Regla del dedo Pulgar¨ lo que se refería al 
  
derecho del esposo a golpear a su esposa para someterla a su obediencia con 
una vara no más gruesa que su dedo pulgar (María José Benítez, año 2004, P. 
32) 
En los casos de los menores de edad estos eran sometidos por sus 
progenitores o tutores a tratos inhumanos o degradantes bajo la justificación de 
un derecho de corrección perdiendo de vista que la patria potestad es una 
función más no un poder y por ello de ninguna manera justifica la violencia ni 
su autor se puede acoger a eximentes de cumplimiento de un deber  
En el derecho comparado se cita el Código Penal de 1822 de España el cual 
castigaba a los padres o abuelos que excediéndose en el derecho de corregir a 
sus hijos o nietos cuando cometa alguna falta, mate a alguno de éstos en el 
arrebato del enojo, serán consideraos siempre y castigados como culpables de 
homicidio involuntario cometido por ligereza. Cualquier otro que excediéndose 
en igual derecho, cuando legítimamente le competa, incurra en el propio delito 
con respecto de sus criados, discípulos u otras personas que estén a su cargo 
y dirección, será castigado según el caso respectivo con arreglo a las 
disposiciones generales de este capítulo.     
Por otra parte el Fuero de Llanes eximió de penas a los padres y maestros que 
hirieran a sus hijos o discípulos por razón de aprender o corregir aunque 
muriesen de las heridas (María José Benítez, año 2004, P. 64).  
Como se notara desde tiempo antiguos se ha concebido no solo formas de 
organización desiguales en el ejercicio de derechos lo que ha dado origen a 
relaciones sociales desiguales sino que las normas sociales o el mismo 
derecho penal ha permitido dichas conductas eximiendo de responsabilidad o 
sancionado en menor medida aquellas conductas humanas consideradas, por 
razones culturales o históricas según se ha visto, legítimas dentro del contexto 
del ámbito familiar bien sean dirigidas contra la mujer o los menores dentro del 
derecho de corrección. 
Es en la década de los 70’ y 80’ que se da la intervención de distintos grupos 
feministas con lo que se permite visualizar y llevar al ámbito público la 
  
problemática de la violencia doméstica en el  hogar. Estos movimientos se 
configuraron con gran avance en Latinoamérica. Así mismo en la década de los 
60’, Ruth y Henry Kempe realizaron diversos estudios acerca de la realidad de 
los niños y niñas víctimas de maltrato en el hogar, lo cual genera una mayor 
visión al problema.     
En países como Colombia a inicios del siglo XX tuvieron que evolucionar en 
sus leyes hasta constituir a la mujer como un ciudadano del país e igualdad en 
derechos sin distinción de género, así como avances en los derechos jurídicos 
de las mujeres en esa nación.     
Con la aprobación en 1994 por parte de los Estados Miembros de la 
Organización de Estados Americanos, de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de 
Belem Do Para), fue que se pudo contar con un marco legal internacional 
contra la violencia intrafamiliar y la acción que impulsó a los países de la región 
latinoamericana a aprobar leyes nacionales contra la violencia intrafamiliar y la 
violencia contra la mujer, a tal punto que en Diciembre del año 1997, la 
Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Resolución NO. 52/86 por 
la que se adoptan las Estrategias y Medidas Prácticas Modelo para la 
Eliminación de la Violencia contra la Mujer en el campo de la Prevención del 
Delito y la Justicia Penal, que insta a los Estados Miembros a que pongan en 
marcha estrategias, formulen políticas y difundan información con miras a 
promover la seguridad de la mujer en el hogar y en la sociedad en general, 
incluidas estrategias específicas de prevención del delito que reflejen la 
realidad de la vida de la mujer y atiendan sus necesidades especiales en 
esferas como el desarrollo social, la gestión del medio ambiente y los 
programas educativos de carácter preventivo; reconociendo la necesidad de 
establecer una política que dé un papel predominante a la perspectiva de la 
igualdad de los sexos en todas las políticas y programas relacionados con la 
violencia contra las mujeres, dirigida a lograr la igualdad de los sexos y un 
acceso justo y equitativo a la justicia.  
Con la aprobación de la Convención de Belem Do Pará en 1994, Panamá fue 
uno de los primeros países de la región que ratificó dicha convención mediante 
  
Ley No. 12 del 20 de abril de 1995, por la cual se tipifican los Delitos de 
Violencia Intrafamiliar y el Maltrato de Menores, se ordena el establecimiento 
de dependencias especializadas para la atención de las víctimas de estos 
delitos, se reforman y adicionan artículos al Código Penal y Judicial y se 
adoptan otras medidas. 
En el ámbito nacional la atención de la violencia intrafamiliar y sexual requiere 
del conocimiento y apropiación del marco legal nicaragüense que sustenta 
jurídicamente la norma brindándole los elementos legales que mandatan al 
personal de salud a proceder con la seguridad y confianza de contar con el 
respaldo de leyes necesarias en el abordaje integral y multidisciplinario de la 
violencia intrafamiliar y sexual. 
Los principales avances en la legislación Nicaragüense para atender los casos 
de violencia doméstica o intrafamiliar dieron inicios en:  
La Reforma Penal que cambio el Código de Instrucción Criminal  de 1879 por 
un nuevo Código Procesal, estableció procedimientos orales, públicos y 
simples, que garantizan la imparcialidad del juez, el ejercicio de la defensa, la 
inclusión de soluciones alternativas de conflictos y un mayor grado de 
participación ciudadana, con un nuevo sistema de selección de jurados. 
El 11 de junio de 1992 penalizan los delitos de orden sexual con la aprobación 
por la Asamblea Nacional de la Ley 150, Reforma al Código Penal titulo I, libro 
II del Código Penal: Delitos contra la persona y su integridad física, psíquica, 
moral y social. Considera la protección para las víctimas de delitos sexuales 
como la violación, estupro, abuso sexual infantil, explotación sexual comercial. 
Establece como instancias o agentes involucrados con mandatos específicos a 
todas las estaciones de la Policía Nacional, la Comisaria de la Mujer; la niñez y 
la adolescencia  y los Juzgados Locales del Crimen.     
El 9 de octubre de 1996 entra en vigencia la Ley 230: Reformas y Adiciones al 
Código Penal para la prevención y sanción para la violencia intrafamiliar. 
Constituye un avance importante en la protección de la vida, salud y dignidad 
de las mujeres, porque establece  medidas de protección  para las víctimas de 
  
violencia intrafamiliar y sexual y reconoce la violencia psicológica como un 
delito. Su origen es el proyecto de reforma al Código Penal, para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar.      
El 25 de Noviembre de 1993 se inaugura la primera Comisaria en el Distrito V 
en donde se daría atención especializada a los casos de violencia física, 
psicológica y sexual en contra de mujeres y niños. 
El principal objetivo de inaugurar esta Comisaria fue el de proporcionar a las 
mujeres víctimas de violencia un espacio y una ruta crítica accesible, ágil y con 
calor humano ante la situación que enfrentan. Con esta Comisaria las mujeres 
comenzaron a  contar con la valoración física y psicológica de expertos, entre 
psicólogos y médicos forenses, que desempeñan sus funciones con calidad y 
sensibilidad para el tratamiento de dichas víctimas que necesitan atención y 
protección. 
Actualmente en  Mayo del 2011 la Policía Nacional, con apoyo del Gobierno de 
Noruega y del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
reinauguró las instalaciones de la Comisaría de la mujer del Distrito V de 
Managua, con el fin de restituir a las mujeres su derecho de acceder a la 
justicia, de brindarle una atención especializada desde la denuncia hasta la 
entrega de los expedientes de investigaciones al Ministerio Público para que 
siga el proceso legal.  
Con las Comisarías de la mujer las expectativas de las autoridades es que se 
acabe el miedo y las víctimas se sientan seguras y denuncien la violencia, que 
tristemente ha cobrado la vida de muchas mujeres en nuestro país. 
En 1998 se aprueba el Código de la Niñez y la Adolescencia, en donde se 
establecen medidas de protección y contiene principios para la atención 
integral de la niñez y la adolescencia víctimas de violencia desde un enfoque 
de derechos humanos para lo cual priva el principio superior de la niñez.    
El 17 de mayo del 2002, se aprueba la Ley 423, Ley general de salud y su 
Reglamento. Esta Ley y su Reglamento tienen por objeto tutelar el derecho que 
  
tiene toda persona de disfrutar, conservar y recuperar su salud, en armonía con 
lo establecido en las disposiciones legales y normas especiales.  
La Ley General de Salud y su Reglamento regula, los principios, derechos y 
obligaciones de las acciones referidas a la promoción, prevención, 
recuperación y rehabilitación de la salud, el saneamiento del medio ambiente, 
el control sanitario que se ejercerá sobre los productos y servicios destinados a 
la salud; siendo el Ministerio de Salud, el órgano rector para aplicar, supervisar, 
controlar y evaluar su cumplimiento.        
Esta Ley comprende una serie de artículos directamente vinculados a la 
atención de la violencia intrafamiliar y otros igualmente vinculados a la 
promoción de acciones de prevención de la violencia; de estilos de vida 
saludables; calidad de vida y relaciones respetuosas y solidarias entre las 
personas.  
En el 2009 fueron publicadas en uno de los diarios nacionales las razones 
especificas por las que la Asamblea Nacional debía de aprobar el Código de 
familia, ya que desde 1994 tuvieron en sus manos el Proyecto del Código, 
razón por lo que los actuales legisladores del país tienen una responsabilidad, 
social, jurídica política e institucional de aprobar dicho cuerpo normativo y 
convertirlo en Ley de la República. Alguna de estas razones socio jurídicas 
fueron el hecho de que La Constitución Política de la República establece un 
Capítulo Específico Denominado “Derechos de la Familia” del Arto. 70 al 79 y 
se consiga que “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad y tiene 
derecho a la protección de ésta y del Estado”. El Poder público tiene la 
obligación de crear un sistema legal, político y económico que garantice la 
protección y desarrollo de la familia.  
Las diferentes bancadas políticas del país promueven la aprobación de este 
Código que consta de 665 artículos y que regula todas las relaciones de las 
familias nicaragüenses, abarcando la relaciones entre padre-madre-hijos, entre 
los cónyuges, y entre los ascendientes, descendientes y colaterales, así como 
también el manejo del patrimonio familiar, regulando a la ves todo acto de 
violencia doméstica o intrafamiliar dentro del núcleo familiar. Este código 
  
regularía la violencia doméstica o intrafamiliar en su Capítulo II que tiene como 
contenido: Arto. 40 Definición; arto. 41 Tipos de violencia doméstica o 
intrafamiliar; arto 42 Deber de tolerancia y buen trato; arto.43 Valoración de la 
autoridad judicial; arto 44 Obligación y protección por parte del Estado; arto 45 
Obligación de denunciar la violencia doméstica o intrafamiliar; arto 46 Uso de 
otras instancias. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
Capítulo 2 
 
 
2.    Instrumentos Internacionales que regulan el delito de violencia doméstica o 
intrafamiliar 
2.1    RESOLUCIONES Y TRATADOS INTERNACIONALES 
 
A medida que el problema de la violencia doméstica ha aumentado a nivel 
mundial,  se ha producido una preocupación general por parte de los Estados 
del mundo, por lo cual han incluido este tema en diferentes Conferencias, e 
incluso se ha procurado la creación de Tratados para unificar las opiniones y 
darle solución conjuntamente. Estos Tratados y Convenciones han venido a 
velar fundamentalmente por los Derechos políticos, sociales, económicos, 
civiles y culturales de cada ser humano, y han recogido como principio 
supremo el principio de igualdad; por esto es que en los diferentes 
Instrumentos se protege tanto a hombres, mujeres, niños, personas de la 
tercera edad e incluso personas con discapacidad, sin distinción alguna. 
En el caso de Nicaragua, no se ha quedado atrás en los esfuerzos de erradicar 
la violencia doméstica o intrafamiliar, es por esto que desde el ámbito 
Constitucional ha reconocido la necesidad de ratificar Tratados de orden 
Internacional, y esto lo hace específicamente a través del Arto. 138 inciso 12 de 
nuestra Constitución Política, el cual ordena aprobar o rechazar los 
Instrumentos Internacionales celebrados con países u organismos sujetos de 
Derecho Internacional ; a la vez este artículo señala que la Asamblea Nacional 
no podrá hacerles cambios o  agregados a su texto y tendrán efectos legales 
dentro y fuera del territorio nacional una vez entrados en vigencia 
internacionalmente. Así mismo el artículo 46 de nuestra Carta Magna reconoce 
los derechos humanos protegidos y consignados en la Declaración de los 
Derechos Humanos, en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre, en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la 
Organización de las Naciones Unidas, y en la Convención Americana de 
Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos. 
  
Nicaragua en sus intentos de erradicar este fenómeno ha ratificado una serie 
de Tratados de orden Internacional, los cuales serán mencionados a 
continuación, y así también haremos referencia a aquellos Tratados 
Internacionales que aun no han sido ratificados por nuestro país y que tienen 
suma importancia en relación a la violencia doméstica o intrafamiliar. 
2.1.1   Declaración Universal de Derechos Humanos 
 
Este Documento fue proclamado el 10 de Diciembre de 1948 por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en su Resolución 217 A(III), y aprobada por 48 
países; pero fue hasta 1976 que entró en vigencia, luego de su ratificación por 
parte de los Estados. Esto se debió a que fue hasta 1966 que se completaron 
los dos Pactos sobre Derechos Humanos y el Protocolo necesario para su 
aplicación.  En ella se encuentran reconocidos los derechos humanos básicos 
de todo ser humano. 
 
Según Ibarra Arguello, su importancia radica en que en ella se sientan las 
primeras bases para el establecimiento del principio de igualdad, atreves de la 
consagración del principio de no discriminación entre las personas, por las 
razones que la Declaración menciona y especialmente, por razón de sexo. Es 
decir que se viene a regular desde el ámbito internacional, el que tanto 
hombres como mujeres y niños, sean tratados dignamente y se le sean 
protegidos sus derechos humanos; regulación que era muy necesaria debido a 
la situación que vivían mayormente las mujeres y niños.  
 
Así mismo se reconoce a la familia como elemento natural y se le protege de la 
Sociedad y del Estado, con lo cual se marca la primera intervención 
Internacional en relación al bienestar del núcleo familiar y a su protección de 
cualquier agente o fenómeno tanto externo como interno, que interrumpa el 
normal funcionamiento de la misma. Es de esta manera que se da el primer 
paso en relación a la protección de la familia de cualquier tipo de violencia, 
incluso dentro del mismo hogar, y aunque la norma Internacional no  estipula 
específicamente  esta protección, es a partir de la misma que luego se crean 
  
una serie de Tratados y Convenios Internacionales para proteger 
específicamente a mujeres y niños de la violencia, entre ellas la violencia 
doméstica. 
2.1.2   Declaración de los Derechos del Niño 
 
Esta Declaración fue aprobada por la Asamblea General de la  Organización de 
las Naciones Unidas el 20 de Noviembre de 1959 y consta de 10 principios que 
reconocen los derechos de los niños y la protección que se le debe de proveer 
a los mismos. 
El Centro Nacional de Derechos Humanos de México (s.f) concluyo que: 
En diez principios, cuidadosamente redactados, la Declaración establece los 
derechos del niño para que disfrute de protección especial y disponga de 
oportunidades y servicios que le permitan desarrollarse felizmente en forma 
sana y normal, en condiciones de libertad y dignidad; para que tenga un 
nombre y una nacionalidad desde su nacimiento; para que goce de los 
beneficios de seguridad social y reciba tratamiento, educación y cuidados 
especiales si tiene algún padecimiento; para crecer en un ambiente de afecto y 
seguridad; para que reciba educación y figure entre los primeros que reciban 
protección y socorro en casos de desastre; para que se le proteja contra 
cualquier forma de discriminación, a la par de que sea educado en un espíritu 
de comprensión, tolerancia, amistad entre los pueblos, por la paz y la 
fraternidad universal.  
 
Esta Declaración, además de proclamar los derechos de las niñas y de los 
niños, insta a los padres, a los adultos, a las organizaciones y a las 
autoridades, a que reconozcan estos derechos y luchen por su observancia.  
Como Instrumento Internacional, vino a ser el primero en proteger los Derechos 
de los Niños de manera específica, y así mismo permitió ser la base de las 
distintas leyes que se han creado en materia de protección a la niñez y el darle 
el reconocimiento a los niños como personas parte de la Sociedad, los cuales 
  
merecen se le respeten sus garantías individuales. Por otro lado, está 
declaración también permitió que se penalizaran todos aquellos actos que 
violentaran contra la seguridad de los niños, niñas y adolescentes; 
garantizándoseles así el respeto y  protección de sus derechos. 
Los Principios 2 y 6 de la Declaración de los Derechos del niño2, señalan de 
manera específica la protección especial que se les da a los niños, para que se 
desarrollen en forma sana y normal tanto física, mental, moral y socialmente; 
así mismo las necesidades y condiciones que deben de tener los niños para 
llegar a tener ese desarrollo normal y sano, y es acá donde se le otorga la 
responsabilidad a los padres de cuidarlos y velar que  tengan todas estas 
condiciones necesarias; y es en base a estos dos artículos que se puede 
deducir directamente que todo tipo de violencia en el hogar, ya sea físico o 
psicológica hacia el niño, es evidentemente una violación a estos principio 
estipulados en la Declaración. 
Esta Declaración es solo el primer esfuerzo por parte de los Estados, de 
reconocer los derechos de los niños y garantizarle el respeto de los mismos, 
por parte del mismo Estado y aun más por parte del resto del núcleo familiar en 
el que conviven 
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 PRINCIPIO 2: Prevé que el niño gozará de protección especial y podrá disponer de las 
oportunidades y servicios que le permitan desarrollarse en forma sana y normal, en 
condiciones de libertad y dignidad a fin de crecer no sólo física, sino también mental, moral y 
socialmente. 
PRINCIPIO 6: Los niños, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, necesitan de 
amor y comprensión. Siempre que sea posible deberán crecer bajo el cuidado y 
responsabilidad de sus padres; salvo casos excepcionales, no deberá separarse al niño de 
corta edad de su madre. La sociedad y autoridades, tienen la obligación de cuidar 
especialmente a los niños sin familia o que carezcan de medios adecuados de subsistencia.  
 
  
2.1.3   Convenio sobre la eliminación de la Discriminación contra la mujer 
 
La Declaración sobre la eliminación de la Discriminación  contra la mujer, fue 
proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 
2263 (XXII) del 7 de Noviembre de 1967.  
Consta de 11 artículos, en los cuales se recoge especialmente el principio de 
igualdad y de no discriminación hacia las mujeres y trata de tomar las medidas 
apropiadas para hacer efectiva esta no discriminación en todos los ámbitos de 
la vida diaria de la mujer, es decir en el económico, social, laboral, educativo e 
incluso en el familiar.  
La Declaración se basa en el Principio de no Discriminación e igualdad 
estipulado en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en todas 
aquellas Resoluciones, Declaraciones, Convenciones y Recomendaciones de 
las Naciones Unidas, y en ella se ve reflejada la preocupación por parte de los 
Estados miembros de la Organización, en erradicar la Discriminación por razón 
del sexo, ya que a pesar de la existencia de otros Convenios o Declaraciones, 
este tema aun no era superado y se había detectado la necesidad de brindarle 
esta protección a la mujer como forma de respetar su dignidad humana y así 
mismo proteger el bienestar familiar y de la sociedad. 
En ella se estipula la exigencia de adoptar medidas necesarias para abolir la 
discriminación en los cuerpos normativos de cada Estado, así también 
costumbres y prácticas en los que se manifestara la discriminación; se les 
garantiza no discriminación en el ejercicio de sus Derechos políticos, derechos 
de familia, en la educación y profesionalmente. 
Así, este Instrumento Internacional, viene a ser el primero  destinado 
específicamente a reconocer los derechos de la mujer y garantizarle un igual 
trato. De esta declaración no se deriva ninguna obligación legal, pero su 
importancia radica en que constituyo el precedente para la creación de otros 
Convenios y declaraciones en materia de no discriminación a la mujer. 
 
  
2.2. CONVENIOS A NIVEL CENTROAMERICANO 
2.2.1  Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer 
 
La Convención sobre la eliminación de todas las formas de Discriminación 
contra la mujer fue aprobada por la Organización de las Naciones Unidas, el 18 
de Diciembre de 1979 y es uno de los instrumentos Internacionales más 
importantes en relación a la lucha contra la violencia y discriminación hacia la 
mujer. 
Según la Red de Mujeres Parlamentarias de las Américas (2008), la 
Convención pretende suprimir todas aquellas actitudes, practicas, exclusiones 
o preferencia basada en el sexo que consecuentemente lleguen a desfavorecer 
a las mujeres y ser víctimas de malos tratos. Es considerado el principal 
Instrumento Internacional en materia de protección de los Derechos de las 
mujeres, ya que no aspira únicamente al reconocimiento de la igualdad de 
hombres y mujeres, si no que también la del ejercicio de esta igualdad. 
La Convención vino a ser el Instrumento que permitiría ponerle fin a las 
desigualdades existentes entre hombres y mujeres, y principalmente a todos 
aquellos actos de discriminación en contra de las mismas; así fue la primera en 
obligar legalmente a los Estados partes a insertar en sus cuerpos legales el 
principio de igualdad entre hombres y mujeres; igualdad que debe reflejarse en 
todos los ámbitos de la vida de la mujer, y se le debe de garantizar el respeto a 
sus derechos fundamentales tanto por la sociedad como por su familia. Por 
esto, también se le debe de proteger de cualquier tipo de maltrato físico o 
psicológico que sufra dentro del hogar, creando leyes efectivas para prevenir 
este fenómeno conocido como violencia doméstica, el cual aunque no está 
definido específicamente en la convención, si da señales de que este tipo de 
violencia debe de ser condenado por los Estados y que se le debe de dar la 
protección necesaria a la mujer en los casos en los que ocurra. 
La Convención permitió que los Estado que la ratificaron se comprometieran a 
tomar las medidas necesarias para procurar la no discriminación e igualdad de 
  
la mujer en relación al hombre en todos los ámbitos de su vida. Estas medidas, 
a como lo señala el artículo 43, serán especiales y de carácter temporal y su 
objetivo debe de ser acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer, y 
se mantendrán hasta haber cumplido su objetivo. 
La Red de mujeres Parlamentarias de las Américas destaca que: 
La originalidad de la Convención radica en el hecho que invita a los Estados 
Partes a modificar los esquemas y los patrones socioculturales de conducta de 
hombres y mujeres con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las 
practicas consuetudinarias. (p.2) 
La Convención afirma, según las mismas, la responsabilidad que tienen en 
común los hombres y mujeres en el cuidado de los hijos y expresa que la 
maternidad es una función social. A través de ella, también, los Estados que la 
ratifican se comprometen a darle la protección necesaria a la mujer y sus 
derechos en su vida pública e incluso política. Otra innovación es el 
reconocimiento de la igualdad de la mujer con respecto al hombre ante la ley y 
la igualdad en capacidad jurídica en el ámbito civil, matrimonial y de derecho de 
familia. Y por ultimo crea el Comité para la eliminación de la Discriminación 
contra la mujer. 
Esta Convención fue ratificada por Nicaragua el 17 de Julio de 1980 y entro en 
vigor en el territorio nacional el 27 de Octubre de 1981, y es tomada como 
Referencia en los casos que se presentan de violencia doméstica en el país, ya 
que representa una medida de protección a los derechos fundamentales de la 
mujer. Sin embargo Nicaragua no ha ratificado el Protocolo Opcional, el cual 
establece dos procedimientos; según Pérez Landa (2001), el primero permite 
que individualmente o grupalmente las mujeres puedan denunciar todo tipo de 
violaciones de sus derechos al Comité para la eliminación de la discriminación 
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Arto4. 1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal 
encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará 
discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo entrañará, 
como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas 
cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato. 
 
  
contra la mujer; y el segundo permite a este mismo Comité iniciar las 
investigaciones pertinentes sobre las violaciones denunciadas en contra de los 
derechos de la mujer; y se menciona la necesidad de ratificarlo para asegurar 
que las mujeres en Nicaragua tengan acceso a las medidas establecidas en el 
mismo. 
2.2.7  Declaración de los Derechos del Retrasado mental 
 
Fue adoptada por la Asamblea general el 20 de Diciembre de 1971, y esta 
proporciono un marco legal que protegiera los derechos de las personas con 
discapacidad nacional e internacionalmente. 
Según las Naciones Unidas fue hasta el decenio de los 70’s  que la Asamblea 
General adopto dos de las principales declaraciones en materia de 
discapacidad, una de ellas fue la Declaración de los Derechos del Retrasado 
mental, en la cual se afirma que las personas con retraso mental tienen, hasta 
donde sea posible, los mismos derechos que los demás seres humanos; esta 
declaración según la organización, también afirmaba que de ser posible, las 
personas con retraso mental debían vivir con sus familias o con familias de 
acogida y participar en los variados aspectos de la vida de la comunidad.  
Su importancia radica, en que fue la primera en referirse específicamente a los 
derechos de los retrasados mentales y logro que posteriormente se crearan un 
conjunto de principios que buscaran respetar los derechos de los retrasados 
mentales y que se les tomara en cuenta en la sociedad como personas parte 
de la misma. 
Human Rights Education Associates menciona: 
Las normas que se refieren a la discapacidad son frecuentemente dominadas 
por la noción de "igualdad de oportunidades", lo cual significa que la sociedad 
debe de emplear sus recursos de tal manera que todo individuo, incluyendo a 
las personas con discapacidades, tenga una igualdad de oportunidades de 
participar en la sociedad.  
  
Es importante señalar lo estipulado en el artículo 64 de la Declaración, ya que 
es la base para la aplicación de este Instrumento Internacional, en los casos de 
Violencia Doméstica e Intrafamiliar, ya que la primera parte se refiere a la 
protección que se le debe de proveer al retrasado mental contra toda 
explotación, abuso o trato degradante; y es evidente que la intención es 
protegerlo tanto en el ámbito público como privado, es decir aun dentro de la 
familia. Este Arto. ha sido la motivación de muchos Estados para incluir en sus 
legislaciones principios que protejan a estas personas y que  puedan 
permitirles vivir en igualdad de condiciones en relación a los demás 
ciudadanos, por lo cual se le ha venido dando mayor atención a este grupo de 
personas que en algún momento estaban desprotegidos y no se les 
garantizaban algunos de sus derechos fundamentales, como lo es el de 
igualdad. 
Esta Declaración fue la base fundamental para la creación de una serie de 
Instrumentos Internacionales que se especializan en proteger los Derechos de 
las personas con discapacidad; entre estos Instrumentos, podemos mencionar  
la Declaración de los Derechos de los impedidos (1975), Declaración de los 
Derechos de la Persona sorda y ciega (1977), Convenio No/ 159 sobre la 
readaptación profesional y el empleo a las personas invalidas (1983), Principios 
para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención 
de la salud mental (1991), Normas uniformes sobre la igualdad  de 
oportunidades para las personas con discapacidad (1993), Declaración de 
Beijing sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2000), entre 
otras. 
2.2.8  Convención sobre los Derechos del Niño 
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  Arto. 6. El retrasado mental debe ser protegido contra toda explotación y todo abuso o trato 
degradante. En caso de que sea objeto de una acción judicial, deberá ser sometido a un 
proceso justo en que se tenga plenamente en cuenta su grado de responsabilidad, atendidas 
sus facultades mentales.  
 
  
Fue creada en 1989 como la respuesta a la necesidad de proteger los 
derechos de los niños, y según la UNICEF al crearse, fue basada en diversas 
tradiciones culturales y sistemas jurídicos.  Su objetivo es establecer derechos 
y libertades que los Estados deben de cumplir, basándose principalmente en el 
respeto a los derechos humanos y sin discriminación alguna. Algo muy 
importante que menciona la UNICEF es que los gobiernos e individuos tienen 
la obligación de no infringir los derechos paralelos de los demás, es decir que 
para su cumplimiento es imposible violentar los derechos fundamentales de 
uno o más individuos ajenos al caso en concreto. 
Esta Convención es el primer instrumento internacional especializado en 
defender los derechos del niño, y a la vez el primero en tener carácter 
vinculante para los Estados que lo ratificaron; con esta se pretende proteger en 
todas sus facetas, los Derechos Humanos de la niñez, garantizándoles una 
vida digna y un pleno desarrollo a todos aquellos menores de 18 años. 
La UNICEF resume en cuatro, los principios fundamentales de la Convención, 
los cuales son: el derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo; no 
discriminación, el respeto por los puntos de vista del niño; y la dedicación al 
interés superior del niño. Así mismo expresa que este Instrumento estipula 
medidas para que los derechos de los niños sean protegidos en relación a la 
salud, educación y prestación de servicios jurídicos, civiles y sociales; es decir 
que esta no solo se preocupa por crear un marco legal para proteger el normal 
desarrollo de los niños, sino que también crea las medidas necesarias para su 
eficaz cumplimiento. 
La Convención cuenta con 54 artículos destinados directamente a crear las 
bases para la protección de la niñez en los diferentes Estados que la ratifican, y 
unificar los esfuerzos para crear las condiciones de vida adecuadas para los 
mismos, ya que estos también necesitan atención de parte de los Estados. 
Nicaragua se ha unido a los esfuerzos de proveerles una mejor calidad de vida 
a los niños y firmo la Convención el 6 de Febrero de 1990 y ratifico esta el 5 de 
Octubre de 1990, siendo este el comienzo de una nueva perspectiva de ver los 
derechos del niño e implicando la creación de leyes de orden nacional y 
  
organismos especializados en materia de niñez y adolescencia que ha 
conllevado a estudios exhaustivos y medidas rígidas para erradicar cualquier 
tipo de discriminación y obstáculo que impida que se le respeten los derechos 
humanos a los mismos; y esto mismo ha sucedido en los Estados que le han 
ratificado, ya que es una de las exigencias de la Convención misma, así como 
la obligación de rendir informes sobre el cumplimiento de la misma al Comité 
de los Derechos del niño, a través del Secretario General de las Naciones 
Unidas, cada cinco años, lo que hace que sea un Instrumento Internacional 
efectivo en cada uno de los Estados. 
2.2.9 Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 
Violencia contra la mujer (Convención de Belem Do Para)  
 
Aprobada el 9 de Junio de 1994 por 31 países, en Belem Do Para, Brasil; por la 
Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. Nicaragua 
la ratifico el 9 de Junio de 1994.  
Su importancia radica en los resultados que produjo luego de ser adoptada, ya 
que marco el antecedente para tomar medidas drásticas en cuanto a la 
violencia contra la mujer y cambio la manera de ver esta violencia, así también 
para los avances en los esfuerzos realizados por la misma OEA e incluso para 
la comunidad Internacional. 
Según el Instituto Nacional de las Mujeres de Uruguay en la OEA le llama “la 
joya de la corona”, ya que es la única Convención en lo que se refiere a 
violencia contra la mujer, viniendo a ser un gran avance respecto a 
salvaguardar los derechos fundamentales de las mujeres en la Región. En ella 
se reconoce claramente la violencia contra la mujer como un delito, y presenta 
una serie de medidas a tomar por los Estados para evitar este tipo de violencia 
y erradicarla de sus sistemas. Así mismo esta Convención establece el derecho 
a una vida libre de violencia tanto en el ámbito público como en el privado; y se 
divide en definiciones y marco general, listado de derechos, y mecanismos de 
seguimiento.  
  
Por proteger no solo la vida de las mujeres en el ámbito público sino también 
en el Privado, es que muchos juristas la toman en cuenta al resolver casos de 
Violencia doméstica, ya que específicamente esta busca un pleno desarrollo de 
la mujer en ambos ámbitos. 
2.2.5  Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer: Acción para la igualdad, el 
Desarrollo y la Paz. (Beijing 1995)  
 
Fue adoptada por 189 países, y está  dirigida a eliminar los obstáculos a la 
participación de las mujeres en todas las esferas de la vida pública y privada.  
Ibarra Arguello (2010) menciona que: A partir de este instrumento el elemento 
identificador de la violencia será en razón del sexo y con ello el elemento 
subjetivo de superioridad del sexo masculino contra el femenino, conductas 
que son traspoladas de la esfera privada, donde inicialmente se concebía dicho 
fenómeno, al ámbito público con la respectiva respuesta punitiva de los 
Estados.  
Según las Naciones Unidas en su periodo extraordinario de Sesiones de la 
asamblea general “Igualdad entre los géneros, desarrollo y paz en el siglo XXI” 
(2000), esta Conferencia vino a renovar el compromiso de la comunidad 
internacional en lo que se refiere a la igualdad de género, el desarrollo y la paz 
para todas las mujeres. En la misma se define un conjunto de medidas 
estratégicas que los Estados y la comunidad Internacional en general, deben 
de tomar antes del año 2000 para la eliminación de todos los obstáculos que 
impidan el desarrollo de la mujer en la Sociedad. Entre estas preocupaciones 
señaladas por la ONU se destacan la preocupación de la mujer frente a la 
pobreza, la mujer y la salud, la mujer y la educación, la mujer y la economía, la 
violencia en contra de la mujer, la niña, entre otras. 
Esta Conferencia permitió que los Estados partes realizaran grandes esfuerzos 
para procurar el normal desarrollo de la mujer, así mismo se han promulgado 
leyes y revisado otras que se ajusten a las medidas que se señalan en esta 
Convención, lo cual ha sido un gran avance en los sistemas legislativos de los 
  
diferentes países, produciéndose así que la mujer tenga un mayor acceso a la 
justicia nacional e internacionalmente y que sea tratada de forma igual en 
relación a los hombres. Por último cabe mencionar que estas medidas han 
venido a ayudar a que las leyes y las estrategias para el desarrollo de la mujer 
y la no discriminación a la misma, se vaya adaptando cada vez a la realidad. 
2.2.10 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  
 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos fue aprobado el 16 de 
Diciembre de 1966 por la Asamblea General de las Naciones Unidas; entro en 
vigor el 23 de Marzo de 1976, y fue hasta el 30 de septiembre de 1996 que 135 
Estados le habían ratificado o se habían adherido a él. Este Tratado multilateral 
reconoce los Derechos civiles y políticos, y establece mecanismos de 
protección y garantía de los mismos. Fue ratificado por Nicaragua hasta el 30 
de enero de 1980.   
Con la ratificación de este Pacto, los países se comprometieron a respetar y 
garantizar todos los derechos reconocidos y enumerados en este Pacto a los 
ciudadanos de su país y a los que estén sujetos a su jurisdicción, como el 
mismo pacto lo establece. 
Está dividido en un Preámbulo y seis partes entre las cuales se menciona la 
Libre determinación de los Pueblos; Igualdad ante la ley; Protección de 
cualquier tipo de forma que atente contra la vida y de cualquier tipo de 
discriminación por razón de sexo, raza o religión; Libertad de creencia, 
expresión y libertad de Prensa; Alcance jurídico del Instrumento; y por las 
Disposiciones finales donde se regula la entrada en vigencia, aprobación y 
ratificación del Pacto. 
Así mismo cuenta con dos protocolos facultativos, el primero se refiere a los 
mecanismos a tomar en los casos de denuncia a los países miembros, y el 
segundo se refiere específicamente a la abolición de la pena de muerte, el cual 
fue ratificado por nuestro país en el 2008.  
  
Este Pacto, al igual que la declaración de derechos Humanos y el Pacto 
Internacional de derechos Económicos, Sociales y Culturales, son importantes 
debido a la protección especial y el reconocimiento que le dan a los derechos 
humanos de las personas, y aun trato igualitario sin ningún tipo de 
discriminación. 
2.2.6 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  
 
El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales fue 
adoptado por la Asamblea General el 16 de Diciembre de 1966 y entro en 
vigencia hasta Enero 3 de 1976. Fue ratificada por Nicaragua hasta Marzo de 
1980. 
Este Pacto promueve el derecho a trabajar en condiciones dignas, el derecho a 
la protección y seguridad social, derecho a la educación, derecho a una 
adecuada salud física y mental. Así también protege los Derechos económico, 
sociales y culturales que posee cada persona y promueve mecanismos de 
protección para el cumplimiento de los mismos.  
Según la Nota emitida por la Organización Periodismo Social de Argentina 
(2005), los Derechos Protegidos por el Pacto están divididos en cuatro 
categorías: 
“Condiciones justas y favorables de trabajo (Arts. 6, 7 y 8) 
Nivel de vida adecuado según el Pacto (Arts. 11 y 12) 
Nivel más alto posible de salud física y mental (Art. 12) 
Educación y Cultura (Arts. 13, 14 y 15)” 
Así, con lo que respecta a la familia, refieren que  se le reconoce como el 
núcleo de la sociedad y se le da la importancia, atención y cuidado que se 
merece. Se le da especial protección también a las madres antes y después del 
parto, se le da protección y asistencia a los niños y adolescentes; y expresa 
que el matrimonio solo puede llevarse a cabo bajo el consentimiento de los 
cónyuges. 
 
  
Como el mismo Pacto lo demuestra, la familia tiene una gran importancia y por 
esta razón se le debe de garantizar la protección a sus miembros para un 
normal desarrollo, es por esto que en muchos casos de violencia doméstica, se 
puede invocar este Instrumento, ya que hace alusión explícitamente a la 
protección a la familia y cada uno de sus miembros, sujetos que se ven 
violentados en cada una de las facetas de la violencia doméstica o intrafamiliar, 
ya que se rompe el orden natural y el normal desarrollo de la familia y se 
destruye la armonía entre sus miembros, por lo cual al incurrir en este tipo de 
delito se violenta los principios de protección presentados en este Pacto.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
Capítulo 3 
3. El Sistema Penal frente a la Violencia Doméstica o Intrafamiliar 
3.1 CONCEPTUALIZACIÓN DEL DELITO DE VIOLENCIA DOMÉSTICA 
 
 
Se trata de un tipo penal que se está convirtiendo común, que castiga el 
ejercicio de la violencia sobre determinadas personas con las que existe una 
relación familiar o de convivencia, no precisando para su consumación de un 
resultado lesivo concreto, bastando con el ejercicio habitual de la violencia. 
Sin duda alguna, es éste uno de los delitos con mayor repercusión social que, 
sin embargo, encierra en sí mismo un concepto ambiguo y en plena evolución. 
El artículo 40 del Anteproyecto al Código de la Familia define la violencia 
doméstica o intrafamiliar como una forma de violación a los Derechos Humanos 
y debe de entenderse como cualquier acción o conducta que de manera directa 
o indirecta causare daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico y patrimonial, 
tanto en el ámbito público, como en el privado, al cónyuge o conviviente o 
sobre las hijas o hijos del cónyuge o conviviente o discapacitados que convivan 
con él o ella o que se hallen sujetos a tutela de uno u otro. 
La reiteración de los actos de violencia contra un miembro de la familia es un 
fenómeno mucho más grave que la mera suma de los actos violentos. Por 
cuanto el ejercicio sostenido de violencia aumenta considerablemente los 
efectos sobre la salud física y/o psíquica de la víctima. Por lo que los 
legisladores reaccionaron creando el tipo del delito de violencia doméstica o 
intrafamiliar 
Se encuentra tipificado en el Arto. 155 del Código Penal; ubicado entre los 
delitos contra la  integridad física: lesiones y riña tumultuaria y reza: “Quien 
ejerza cualquier tipo de fuerza, violencia o intimidación física o psíquica contra 
quien sea o haya sido su cónyuge o conviviente en unión de hecho estable o 
contra la persona a quien se halle o hubiere estado ligado de forma estable por 
relación de afectividad, o sobre las hijas e hijos propios, del cónyuge o del 
  
conviviente fuera de los casos del derecho de corrección disciplinaria, o sobre 
ascendientes o discapacitados que convivan con él o con ella, o que se hallen 
sujetos a la patria potestad, tutela o guarda de uno u otro y como consecuencia 
de la realización de los actos anteriormente señalados, se ocasionan: 
Lesiones leves, la pena será de uno a dos años de prisión;  
Lesiones graves, la pena será de tres a siete años de prisión y,  
Lesiones gravísimas, la pena será de cinco a doce años de prisión.  
 
Además de las penas de prisión anteriormente señaladas, a los responsables 
de violencia intrafamiliar, se les impondrá la inhabilitación especial por el mismo 
período de los derechos derivados de la relación, madre, padre e hijos, tutela o 
guarda.” 
El arto 155Pn define una serie de relaciones que lo configuran como delito 
especial, pero como deben de estar interpretadas dichas relaciones. Algunos 
autores afirman que se trata de cuestiones fácticas, independientemente de 
requisitos normativos, de tal forma que el tipo debe de aplicarse cuando 
concurre la relación fáctica de dependencia efectivamente existente entre los 
sujetos activos y pasivos del maltrato, sin embargo autores como ACALE 
SÁNCHEZ, señala que nos encontramos ante relaciones que se encuentran 
regulada por la normativa de Derecho Privado y que deben de interpretarse 
aplicando esta.   
3.1.1 Bien Jurídico 
 
Desde el punto de vista jurídico la violencia intrafamiliar se cataloga como el 
principal delito contra el bien jurídico familia, esto ya que es de vital importancia 
para el Estado la protección de todas las violaciones contra este bien jurídico; 
desde antecedentes muy lejanos se entiende a la familia como institución 
fundamental de una sociedad, lo que es confirmado por nuestra Constitución 
Política en su arto 70 “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad y 
tiene derecho a la protección de ésta y del Estado”. La Constitución establece 
que es derecho de los nicaragüenses constituir una familia, también se 
  
garantiza el patrimonio familiar, que es inembargable y exento de toda carga 
pública, es decir para todo bien inmueble donde habite la familia. 
La Constitución Política de Nicaragua dentro de los derechos de la familia 
establece también en que la niñez debe gozar de protección especial y de 
todos los derechos que su condición requiere; así también que las relaciones 
familiares descansen en el respeto, solidaridad e igualdad absoluta de 
derechos y responsabilidades entre el hombre y la mujer. Por lo que cualquiera 
de estas alteraciones dentro del núcleo familiar estaría llevándolas a violencia 
doméstica y  violentando estos Derechos. 
Desde el punto de vista jurídico y material la expresión de familia se utiliza en 
dos sentidos generales, plenamente aceptados y con plena repercusión en el 
objeto de tutela de este tipo penal. Se tiene en cuenta la concepción de familia 
según del Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española cuando 
define a la familia como: “el conjunto de ascendentes, descendientes, 
colaterales de un mismo linaje”. Este es un concepto de familia amplio y 
extenso que abarca a todos los parientes de una persona unidos por el vínculo 
de consanguinidad, encontrándose, los padres, abuelos, hijos, nietos, 
hermanos, tíos, primos, etc. 
A este se incluirá no solo el vínculo de consanguinidad sino también el vínculo 
civil, incorporando también la filiación adoptiva y los lazos civiles generados por 
la unión matrimonial. 
La comprensión y utilización restringida del termino también desde el ángulo 
material con implicación jurídica, se refiere a la familia como el grupo de 
personas conformada por el padre, la madre y los hijos (familia en estricto 
sensu), que viven en comunión de vida, convivencia o comunidad doméstica. 
 
De acuerdo con este criterio la familia estaría conformada por un grupo 
determinado de personas, donde no se distinguen vínculos de consanguinidad 
o civiles, simplemente se habla de "núcleo familiar". Sobre esto Josserand 
expresa: en un sentido mucho mas restringido y diferente, designa a la familia a 
las personas que viven bajo el mismo techo; padre, madre, hijos y si hubieran 
  
nietos, y aun colaterales; se convierte poco en un sinónimo de hogar”. 
(Cisneros Trujillo, 2006). 
 
Los actos violentos deben de demostrar que la víctima esta sometida a un acto 
frecuente o de continuada agresión; estos actos violentos no tienen porque 
recaer sobre la misma víctima, sino que pueden atentar sobre varios sujetos 
pasivos del ámbito de protección. También pueden no ser idénticos, basta con 
que estos sean violentos. 
 
Podemos entonces hablar de la habitualidad la cual es la característica 
fundamental del delito; concurrirá cuando la víctima se encuentre sometida a 
un estado de violencia que permanezca en el tiempo. No se trata de la mera 
repetición de los actos violentos de tal forma que sumado el número que se 
considere suficiente aparezca el delito; sino que es algo más, es decir, es 
necesaria la creación de un clima de violencia sostenida en el núcleo familiar 
ejercitado sobre la misma o diferentes víctimas. Cuando se produjere un 
resultado lesivo se impondrán las penas correspondientes al delito que 
constituya dicho resultado (lesiones, también de homicidio o de asesinato). Es 
considerado un delito especial, ya que solamente puede ser cometido por 
aquellos sujetos que reúnan las características exigidas por el tipo.    
 
Socialmente, se estima que la repetición de actos violentos contra una misma 
víctima dentro del hogar, aumenta considerablemente la gravedad de la 
conducta, porque despliega mayores efectos negativos sobre el sujeto pasivo 
(Cisneros Trujillo, 2006). 
Como quiera que el bien jurídico protegido no es la mera integridad física o 
psíquica de la víctima, sino la dignidad humana en el seno de la familia, en 
concreto el derecho a no ser sometido a trato inhumano o degradante, nos 
encontramos ante un delito especial propio. Todo ello sin perjuicio de que si no 
resulta acreditada la habitualidad, puedan castigarse individualmente los actos 
de violencia aislada que tengan lugar dentro de la familia (lesiones, amenazas 
  
etcétera), que serán calificados como delito o falta atendiendo a su gravedad 
según los criterios recogidos en cada caso por el Código Penal. 
3.1.2  Ámbito subjetivo: Sujetos activo y pasivo del delito 
 
El ámbito de sujetos protegidos por el Arto. 155 Pn se encuentra diseñado en 
su primer párrafo, según el cual “Quien ejerza cualquier tipo de fuerza, 
violencia o intimidación física o psíquica contra quien sea o haya sido su 
cónyuge o conviviente en unión de hecho estable o contra la persona a quien 
se halle o hubiere estado ligado de forma estable por relación de afectividad, o 
sobre las hijas e hijos propios, del cónyuge o del conviviente fuera de los casos 
del derecho de corrección disciplinaria, o sobre ascendientes o discapacitados 
que convivan con él o con ella, o que se hallen sujetos a la patria potestad, 
tutela o guarda de uno u otro…” responde a un propósito de abarcar de una 
forma exhaustiva todas las relaciones que, dentro del grupo familiar 
(matrimonial o extramatrimonial), están necesitadas de una especial protección 
por la posición mas débil de la víctima.   
 
Para un mayor entendimiento de este delito, desde el análisis teórico de la 
estructura de los delitos podemos expresar en primera instancia que el sujeto 
activo “quien ejerza” sin lugar a dudas es calificado, esta razón se da porque 
debe existir un vinculo familiar el cual es una calificación jurídica y es necesaria 
para el desarrollo de la conducta punible. El sujeto pasivo, paralelamente 
víctima asume calificaciones de carácter natural, jurídico y social, debe también 
ser un miembro del núcleo familiar cónyuges, hijos, padres, abuelos, personas 
discapacitadas que convivan con el agresor, personas bajo su guarda. (Luzón 
Cuesta, 2002)   
 
En algunas jurisprudencia como la colombiana al hablar de cónyuge queda 
excluida la aplicación del tipo las relaciones de noviazgo en las que no existe 
convivencia dentro del mismo domicilio, ni ha existido con anterioridad, porque 
es lo que posibilita que el agresor ejerza violencia con habitualidad sobre la 
  
víctima, haciendo nacer la necesidad por su protección. Sin embargo en 
nuestro país esto no es aplicable de esa forma, ya que el Arto 155 Pn reza “…o 
contra la persona a quien se halle o hubiere estado ligado de forma estable por 
relación de afectividad…”  lo que conlleva a las relaciones de noviazgo las 
cuales también se encuentran vulnerables a la acción violentar.  
 
La relación que existe entre el agresor y la víctima constituye un elemento 
normativo del tipo. 
Resulta aplicable a la persona del cónyuge; al tratarse de un elemento 
normativo del tipo con regulación expresa en el ordenamiento, se debe 
entonces de acudir a las normativas civiles que disciplinan la institución del 
matrimonio (Leyes de la familia). La analogía con el matrimonio es la necesidad 
de convivencia. 
En el circulo de personas protegidas por el Arto 155 Pn se encuentran “…sobre 
las hijas e hijos propios, del cónyuge o del conviviente fuera de los casos del 
derecho de corrección disciplinaria…). En estos supuestos, resultaría necesaria 
la convivencia del agresor y la víctima dentro del mismo hogar familiar, 
ocasionalmente se encuentra interrumpida a causa de los estudios o de una 
enfermedad.   
 
También protege a los ascendientes que incluyen a todos aquellos con vínculo 
de sangre en línea recta. Quedan excluidas las siguientes conductas violentas 
aunque medie una convivencia: la ejercida por los abuelos hacia los nietos, ya 
que el uso del término ascendientes solamente es señalado como víctima del 
delito, y no como un sujeto activo.  Y, la violencia contra suegros que convivan 
en el domicilio, salvo que los mismos sufran una limitación física o psíquica 
para ser protegidos como incapaces.  
 
 
 
 
  
3.1.3 Objeto 
 
Cisneros Trujillo indica que desde el análisis del objeto indiscutiblemente el 
objeto material de este delito tiene un carácter personal porque la actuación del 
agente se concretaría con uno o varios integrantes de la familia, ya que el juez 
debe tener en cuenta que alguna conducta que el puede calificar como exceso 
de violencia, para los sometidos no lo puede ser, por tanto el centro de la 
protección de este tipo penal se centra en el mantenimiento de las situaciones 
que favorecen la conservación de la unidad familiar en un entorno de 
comprensión y armonía. 
 
3.1.4 Conducta 
 
 
La violencia intrafamiliar no es un acto aislado, sino una forma de vida en la 
que se hace uso de la fuerza para imponerse y dominar a los demás, autores 
como Morales Hernández comprende que esto se da dentro de un ciclo que 
comprende de manera general varias etapas, la primera cuando se acumula la 
tención, donde la irritabilidad del agente va en aumento sin motivo 
comprensible y aparente hacia los demás miembros, intensificándose con 
discusiones, en el segundo viene la explosión, en la que se realiza  el acto 
violento, el cual puede presentarse de diversas formas para demostrar 
superioridad, a esta le sigue la fase de manipulación afectiva en el que entre la 
víctima y agresor pretende no haber ningún problema, una ves que en esta 
etapa se perdona al agresor empieza la irritabilidad dando inicio nuevamente al 
ciclo.          
 
Las relaciones humanas y la convivencia generan problemas, la familia no esta 
exenta de esto, sobre todo porque deben de establecerse normas de conducta 
y disciplina.  
 
Quizás en algunos inicios para el estudio del delito se pretendía evitar la 
confusión entre una conducta violenta y una violencia intrafamiliar, buscando la 
  
reiteración del acto para que se diera la violencia intrafamiliar, por lo que no 
debe esperarse la reiteración o continuidad del acto para establecer la 
existencia de la violencia. Estas conductas se dan en la intimidad del hogar, 
con la ausencia en algunos casos de testigos, sobre personas que llegan a 
tolerarlas y aceptar los actos como normales. La situación del pasivo puede 
agravarse cuando no se lleva un registro de las ocasiones y forma en que se 
ejerció la violencia en su contra, ya que cuando se interpone la denuncia la 
falta de precisión y según el caso de testigos dificulta la acreditación del tipo.       
 
Sobre el análisis de la conducta dentro de este delito encontramos la acción 
“ejercer” cualquier tipo de fuerza, violencia o intimidación física o psíquica.  
 
“Ejercer” tiene una acción según el Diccionario de la Real Academia Española 
de realizar sobre alguien o algo una acción o influjo; acción convertida 
siguiendo el Arto 155Pn  en “fuerza” para mover o alterar a quien haga 
resistencia.    
 
La estructura de este tipo penal es de resultado-lesión, es necesario un cambio 
en la realidad para que se de su comisión. Esto quiere decir que su 
perfeccionamiento afecte de manera directa la conservación, unidad, 
preservación y armonía dentro del núcleo familiar. Además debe ser de 
conducta instantánea pues no es relevante el tiempo en que dure el ejercicio de 
la violencia por parte del agente. 
 
Es indudable que este tipo penal solo puede darse de forma dolosa ya que 
requiere que el sujeto activo conozca su posición dentro de la familia, además 
debe conocer que su conducta puede ocasionar malestares suficientes con el 
fin de afectar el entorno de armonía que rodea la célula familiar pudiendo 
adoptar otras posiciones que no afecten esta armonía.  (Cisneros Trujillo, 2006, 
P. 219)  
 
 
 
  
 
3.1.4.1 Infracción penal contra la integridad física 
 
Dispone el Arto 150 Pn Lesiones, la cual según el Código Penal el concepto 
comprenderá heridas, contenciones, escoriaciones,  fracturas, dislocaciones, 
quemaduras y toda alteración en la salud y cualquier otro daño a la integridad 
física o psíquica de la personas siempre que sea producido por una causa 
externa.  
 
Las lesiones causadas en el ámbito doméstico en especial la psíquica es una 
cuestión problemática y frecuentemente alegada en la violencia doméstica. 
 
Algunos autores como Luzón Cuesta alega que resulta insuficiente el concepto 
de lesiones que ofrece el Diccionario de la R, Academia como, “daño corporal 
causado por golpe, enfermedad o herida”, ya que considera como tal cualquier 
perturbación de la salud física o psíquica de una persona, transitoria o 
permanente, o de su integridad corporal, ocasionada por cualquier medio, sin 
animo de producir su muerte. 
 
Aquel que cometa violencia física o intrafamiliar teniendo como consecuencia 
todos los actos ya señalados que conlleven a este delito según el Código Penal 
y que adicional ocasionen lesiones, si esta es  leve tendrá de uno a dos años 
de prisión; lesiones graves, la pena será de tres a siete años de prisión y 
lesiones gravísimas, la pena será de cinco a doce años de prisión.    
 
Comete lesiones leves el que cause a otra persona una lesión a su integridad 
física o psíquica que requiera objetivamente para su sanidad además de la 
primera asistencia facultativa y tratamiento médico, además si requiere una 
intervención quirúrgica. (Arto 151Pn).   
 
Es lesión grave si esta produce un menoscabo persistente de la salud o 
integridad física, psíquica de un sentido, órgano, miembro o función, hubiera 
  
puesto en peligro la vida  o deje una cicatriz visible o permanente en el rostro 
(Arto 152Pn). 
 
Quien causare a otro, por cualquier medio o procedimiento la pérdida o 
inutilidad de un órgano o miembro principal o de un sentido, la impotencia, la 
esterilidad, una grave deformidad o una grave enfermedad somática o psíquica 
estará cometiendo lesiones gravísimas (Arto 154Pn).   
 
3.1.5 Causal de Agravación 
 
La causal de agravación la encontramos en el último párrafo del arto 155 Pn 
“…Además de las penas de prisión anteriormente señaladas, a los 
responsables de violencia intrafamiliar, se les impondrá la inhabilitación 
especial por el mismo período de los derechos derivados de la relación, 
madre, padre e hijos, tutela o guarda.” Es una pena accesoria de una penal 
principal que para el delito de violencia doméstica o intrafamiliar será las 
lesiones. 
Inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, cautela, 
guarda o acogimiento, priva al penado de los derechos inherentes a la patria 
potestad  y supone la extinción de los demás cargos familiares, así como la 
incapacidad para ser nombrados para los mismos durante el tiempo de la 
condena.     
El arto 58 de nuestro Código Penal reza la inhabilitación especial para el 
ejercicio de los derechos derivados de la relación madre, padre e hijos, tutela o 
guarda: “La inhabilitación especial para el ejercicio de los derechos derivados 
de la relación madre, padre e hijos, de la tutela o guarda, consiste en la 
privación del penado del ejercicio de estos derechos durante el tiempo de la 
condena. Salvo que la ley establezca lo contrario”.  
Sobre la agravación en el ámbito familiar cabe destacarse la siguiente idea: el 
autor de una falta sobre un familiar (del circulo definido en el arto 155Pn) puede 
  
resultar además de condenado, como pena accesoria, a cualquiera de las 
siguientes prohibiciones: prohibición a la aproximación de la víctima, o a 
aquellos de sus familiares u otras personas que termine el Juez o Tribunal; 
prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u 
otras personas que determine el Juez o Tribunal y prohibición de volver al lugar 
en que se haya contenido el delito o de acudir a aquel en que resida la víctima 
o su familia, si fueran distintos. Dichas prohibiciones solo podrían imponerse 
como pena en una sentencia condenatoria. 
 
3.1.6 Causal de Justificación 
 
 
La causal de justificación que mas se impone teniendo en cuenta la naturaleza 
de la conducta es la del derecho de corrección, esto debido al reconocimiento 
de un orden con fines de instrucción familiar y los deberes que comportan una 
actividad educativa que se le asigna especialmente a los ascendientes sobre 
los descendientes. La complicación viene cuando el juez debe valorar la 
situación para catalogarla como una conducta punible. Hoy con las modernas 
concepciones de la familia se considera que ya no se castiga a los 
descendientes de una manera brutal y violenta, así que el Estado en cabeza de 
las autoridades judiciales deben tener mucha precaución para no quebrantar la 
vida particular, así que debe acudir a instituciones generales del derecho penal 
como el ejercicio de un derecho, inclusive a las instituciones de estado de 
necesidad y legítima defensa. 
 
3.2 DELITOS RELACIONADOS CON LA VIOLENCIA DOMÉSTICA 
 
 
Con el delito de violencia doméstica o intrafamiliar van de la mano otros delitos 
que pueden complicar la situación legal del agresor, ya que la violencia con la 
que actúa contra la víctima en la mayoría de los casos atrae consecuencias 
gravísimas que pudieran incluso terminar con la muerte de la o las personas 
involucradas. 
  
 
Entre los delitos relacionados con la violencia doméstica podemos citar: 
homicidio, parricidio, inducción o auxilio a suicidio, violación, abuso sexual, 
acoso sexual, amenazas, chantajes entre otros según el desarrollo de los 
casos que puedan presentarse.  
 
3.2.1 Homicidio 
 
  
Dentro de la violencia doméstica o intrafamiliar se crean conflictos que día con 
día tiene consecuencias mayores ya que el circulo de la violencia conlleva a la 
víctima y al agresor a ir perdiendo la conciencia de sus actos dentro de la 
relación y a caer en una rutina de discusiones, actuando sin pensar llegando 
hasta el delito de homicidio.  
 
El homicidio es el delito conocido por privar de la vida a un ser humano por la 
acción de otro. Es definido y sancionado en el Arto. 138Pn, primero del titulo I 
de delitos contra la vida, integridad física y seguridad personal del Código 
Penal, reconocido así su carácter de tipo básico, “Quien prive de la vida a otro 
será sancionado con pena de diez a quince años de prisión”. El bien jurídico 
protegido en este delito es el derecho a la vida, que a todos reconoce el Arto 23 
de la Constitución Política.    
 
El sujeto activo de este delito puede ser cualquier persona y el sujeto pasivo  
ha de ser una persona viva. Relacionándolo con la violencia doméstica 
decimos que por consecuencia puede ocasionarse un homicidio en los casos 
en los que el acto se de entre convivientes que no sean ascendiente, 
descendiente hermano, cónyuge o conviviente en unión de hecho estable ya 
que de ser alguno de estos sujetos hablaríamos de parricidio; es decir hay 
homicidio cuando la víctima vive con el agresor dentro del mismo techo, por 
ejemplo hogares en los que convive la madre, y el hombre como figura de 
segundo matrimonio de la madre, el hijo adulto y su esposa, existiendo conflicto 
entre segundo esposo de la madre y esposa del hijo, es una violencia 
  
doméstica ya que están dentro de un núcleo de familia y existe homicidio por 
que no hay vínculo sanguíneo directamente. Casos como estos podrían ser 
poco comunes ya que la gente evita realizar denuncias públicas sobre estos 
sucesos, pero si son provocados en nuestra sociedad. También puede ser caso 
de ejemplo la adopción plena.  
 
Vernon J. Geberth, define el homicidio por violencia doméstica todos aquellos 
asesinatos que ocurren entre maridos y mujeres, novios y novias, y 
homosexuales. De hecho, cualquier asesinato entre parejas íntimas se 
considerará un homicidio por violencia doméstica. También pueden 
involucrarse una tercera persona relacionada, tal como “triángulos amorosos" 
ex esposos y/o mujeres, y amantes que abandonan a su pareja. 
 
El objeto material en este delito es la vida misma de la víctima como ya se 
menciono anteriormente, y como algunos elementos del tipo del homicidio 
señalamos que es genérico y de lesión, es de ejecución instantánea, admite la 
forma dolosa  y culposa de comisión, y se trata de un delito penal básico. 
 
Actualmente en estados como Santa Rosa en los Estados Unidos, se han 
creado movimientos como lo es el Centro de Justicia para mujeres, que dan 
una guía para ayudar a la investigación de caminos que conducen a homicidios 
relacionados con la violencia doméstica, dirigido a activistas, periodistas y 
personas involucradas para lograr evitar este hecho, con el enfoque de evitar 
más víctimas de violencia doméstica.       
  
3.2.2 Parricidio  
 
 
Actualmente nos sorprende ver casos en los medios de comunicación en los 
que la noticia del día es un delito de parricidio en los hogares Nicaragüenses 
producto de violencia doméstica.  Sin embargo es una triste realidad en la que 
se debe de luchar por prevenir, y para eso contamos con el apoyo de 
movimientos, centros de ayuda y con la policía misma atendiendo cada caso 
  
que sea denunciado. Por lo que es importante incentivar la confianza en la 
sociedad para que acudan en busca de ayuda y evitar consecuencias mortales. 
 
En el derecho antiguo y moderno, se da el nombre de parricidio a la muerte del 
padre, del hijo, del cónyuge, del hermano o del pariente comprendido en 
determinado grado de parentesco. Por consiguiente comete el delito de 
parricidio la persona que prive de la vida a cualquier ascendiente en línea recta, 
teniendo conocimiento de parentesco (padre, madre, abuelos). 
 
El Código Penal establece en el Arto 139 “Quien, a sabiendas del vinculo que 
lo une, prive de la visa a su ascendiente, descendiente, hermano, cónyuge o 
conviviente  en unión de hecho estable, será sancionado con una pena de 
quince a veinte años de prisión. Si concurriera alguna de las circunstancias de 
asesinato, la pena será de veinte a veinticinco años de prisión”.        
Es un  “hecho típico, antijurídico y culpable”. Es un hecho porque se trata de 
una acción, aunque también puede ser omisión; la tipicidad está dada por el 
Código Penal que lo considera y penaliza a quien cometa dicho acto, la 
antijurídicidad es por la lesión a un bien jurídico; culpabilidad es la adjudicación 
de un hecho a una persona, y la punibilidad hace referencia a la capacidad de 
la persona de ser responsable de sus actos, ya sean dolosos o culposos (con 
intención o no de realizarlo). 
Hay elementos que se deben reunir para que concurra esta figura; éstos son: 
a) la forma genérica, b) privar de la vida a alguien, c) que este alguien sea 
pariente ascendiente o descendiente en línea recta (padres/hijos), d) 
conocimiento del parentesco, f) forma específica (tipificación). 
Los bienes jurídicos tutelados que se lesionan son dos, y están relacionados 
con la vida humana y la seguridad o tranquilidad que se funda en la confianza 
que se deriva de las relaciones que se dan entre ascendientes/descendientes.  
El sujeto activo es quien realiza el acto de modo voluntario, con calidad 
específica y debe ser imputable tal delito. La voluntabilidad está dada por la 
  
capacidad de conocer y querer quitarle la vida a otro; la imputabilidad se da en 
la capacidad de comprender la ilicitud de lo que se está realizando; y la calidad 
específica la da la relación parental ascendiente/descendiente, que es de una 
acción positiva hacia el otro. El sujeto pasivo requiere la calidad de ser 
ascendiente/descendiente del sujeto activo. 
El objeto material es el cuerpo humano del sujeto pasivo.  
El parricidio tiene tres características importantes, que lo hacen ser tal figura 
delictiva, estas son: la voluntad dolosa, es decir, que el sujeto activo conoce la 
relación parental que lo une con el sujeto pasivo, aún así, y sabiendo que está 
prohibido quitarle la vida a alguien, realiza la acción. La actividad implica 
cualquier acción idónea para quitarle la vida a alguien. El resultado material 
está dado por la muerte del sujeto pasivo.  
Ejemplo de parricidio en el ámbito de violencia doméstica fue la noticia dada el 
nueve de marzo del 2011 por uno de los noticieros nacionales, en el que un 
anciano de 90 años producto de discusiones constantes que venia teniendo 
con su hijo, y que ninguno de los familiares puso fin o denuncia en tiempo y 
forma, provoco que un día más de discusión por artículos perdidos dentro del 
hogar, que el anciano matara a su hijo de un impacto de bala.  Sabiendo del 
vínculo sanguíneo que los unía el anciano solo actuó, este fue juzgado y 
trasladado al sistema penitencial para cumplir con su condena. 
  
3.2.3 Inducción o auxilio a suicidio 
 
 
Establece el Arto 142Pn “Quien induzca a otro al suicidio, será sancionado con 
pena de dos a seis años de prisión. El que coopere con actos necesarios y 
directos al suicidio de otro, será castigado con la pena de dos a seis años de 
prisión. Será sancionado con pena de prisión de seis meses a dos años quien 
preste cualquier auxilio anterior o simultáneo en la ejecución del suicidio, 
siempre que no se trate de la conducta prevista en el párrafo anterior. El que 
ocasione la muerte de otro a petición expresa suya a causa de una enfermedad 
  
incurable o un padecimiento insoportable, será sancionado con pena de dos a 
seis años de prisión”.  
 
Actualmente el índice de suicidios causados por violencia doméstica se eleva 
diariamente, como consecuencia de un ciclo de mal trato que se repite dentro 
del núcleo familiar. El agresor induce al suicidio a su víctima al esta sentirse 
desesperada y sin valor de denunciar a su agresor, principalmente sin apoyo 
inmediato para salir del ambiente de pleitos.  
 
Una vez interpuesta una demanda contra el agresor por inducción o auxilio al 
suicidio,  la investigación por parte de las autoridades correspondientes, debe 
ser muy exhausta, ya que se debe de demostrar que el ambiente hostil y de 
violencia presentada por el agresor a la víctima es lo que indujo al suicidio a 
dicha persona, para esto también se requiere la valiosa participación de Medina 
Legal para que por medio de diferentes exámenes realizados a la víctima se 
determine si existieron rasgos de mal trato, acoso o incluso cabe violación.  
 
3.2.4 Tipos penales contra la libertad sexual 
 
Dentro de este tipo penal encontramos la violación, el estupro, la seducción 
ilegitima, el acoso sexual, el rapto, los abusos deshonestos, la corrupción de 
menores de 16 años, trata de personas, rufianería, sodomía e incesto, estos 
delitos tienen en común la tutela del mismo bien jurídico, tal es la libertad 
sexual, entendida como aquella parte de la libertad referida al ejercicio de la 
propia sexualidad.  
 
En cuanto al sujeto activo y pasivo cualquier ser humano (hombre o mujer) 
puede ser autor o víctima, ya que así dice expresamente la Ley.  
 
Como elementos esenciales del delito se establece generalmente, el uso de la 
fuerza, la intimidación o cualquier otro medio que prive a la víctima de la 
voluntad, la razón. 
 
  
En cuanto a la tipicidad subjetiva, son delitos dolosos; estos delitos no existen 
de forma culposa pues se precisa de conocimiento y voluntad.  
 
El objeto material  es el ser humano, su integridad sexual, su integridad física 
psíquica, moral y social. En algunos de estos delitos como el estupro y la 
corrupción a menores de edad es un elemento constitutivo del tipo objetivo, en 
otros se establece una presunción legal de falta de conocimiento cuando la 
víctima es menor de 14 años (Ramos Venegas 2005). 
 
3.2.4.1 Violación, abuso sexual, acoso sexual 
 
 
En los casos de violencia doméstica o intrafamiliar por lo general uno de los 
delitos más comunes que se presentan es la violación. En la mayoría de los 
casos dentro del matrimonio, presentándose también contra hijastros(as).  
 
Estadísticamente las mujeres son las víctimas mas frecuentes de este delito, 
sin embrago se exponen a el, también los hombres.  Al hablar de la violación 
como consecuencia de un mal trato dentro del núcleo familiar, estaríamos 
entrando a un asunto de Derechos Humanos, por la consecuencia y gravedad 
que este delito tiene para la sociedad en general. 
 
Con este delito nos introducimos a lo que denominamos violencia sexual dentro 
de la familia, ya que es toda actividad dirigida a la ejecución de actos sexuales 
en contra de la voluntad de la persona, doloroso, humillante o abusando del 
poder o autoridad, con engaño o por desconocimiento en los casos de menores 
de edad.  
  
El delito de violación es regulado por nuestro Código Penal en el Arto. 167 y 
reza “Quien tenga acceso carnal o se haga acceder o introduzca a la víctima o 
la obligue a que se introduzca dedo, objeto o instrumento con fines sexuales, 
por vía vaginal, anal o bucal, usando fuerza, violencia, intimidación o cualquier 
otro medio que prive a la víctima de voluntad, razón o sentido, será sancionado 
  
con pena de ocho a doce años de prisión. Pueden ser autores o víctimas de 
este delito, personas de uno u otro sexo.” 
 
La conducta típica de este delito esta constituida, disyuntivamente, por el acto 
de introducción del órgano masculino, por vía vaginal, anal o bucal, o bien por 
la introducción de cualquier objeto; en la acción debe de existir una violencia 
física, comprobable con el dictamen medico legal, este criterio viola 
expresamente el tipo penal ya que literalmente se dice que puede existir 
violencia física y moral, pero adema de ello puede utilizarse cualquier otro 
medio como licor, drogas que conlleven al acceso carnal.  
 
El autor en sentido estricto es el sujeto activo, puede serlo tanto un hombre 
como una mujer. Para el sujeto pasivo puede ser cualquiera, hombre o mujer. 
(Luzón  Cuesta, 2002) 
 
Dentro del matrimonio, cabe la posibilidad de violación de la propia esposa, 
aquí esta dividida la doctrina, siendo mayoritaria la también mantenida por la 
jurisprudencia, que entiende que la propia mujer es, en cualquiera de las 
modalidades, posible sujeto pasivo de este grave atentado en contra de su 
libertad, la cual no se anula por la relación conyugal. En países como México 
se han creado leyes para regular la violación dentro del matrimonio.  
 
Caemos entonces en que la violencia intrafamiliar es un tema en el que en la 
mayoría de los casos no se comenta ni con la familia, y actualmente millones 
de casos en nuestro país son silenciados entre las paredes de un hogar, hasta 
que se llega a los límites del ciclo, creando cualquiera de las consecuencias ya 
vistas. 
 
Como criterio establecemos que desde el momento en que se utiliza la fuerza, 
violencia o intimidación para cualquier acto sexual, se esta cometiendo un 
agravio en contra de la persona; si es una violación, ya que este acto no esta 
siendo realizado con el consentimiento de ambos aunque estén dentro del 
matrimonio. Actualmente este razonamiento es puesto en duda, pues suponen 
  
que dentro del matrimonio las relaciones sexuales son permitidas y abiertas y 
el concepto violación no es coherente.  
 
Sin embargo se ha descubierto o puesto de manifiesto, que dentro de las 
relaciones estables de pareja, matrimoniales, unión libre, concubinato, etc. Se 
pueden generar actos sexuales no consentidos que implican desde la 
introducción forzada del pene en la vagina, violación anal, obligar a la mujer a 
realizar sexo oral o exponer a la pareja a actos sexuales con otras personas o 
a situaciones poco cotidianas dentro de la vida matrimonial, llegando a 
situaciones humillantes y dolorosas. 
 
Para cualquiera de los casos esposa(o), o bien hijastros(as), sobrinos, o 
cualquier miembro que vive con el violador, sufre de una constante zozobra de 
la situación generando problemas psicológicos en la víctima.  Ya que se 
encuentran atrapados en la situación con la incertidumbre de sufrir la agresión 
en cualquier momento.  
 
El abuso sexual y el acoso sexual van de la mano junto con el fenómeno de la 
violencia sexual, ya que uno puede conllevar al otro. Al hablar del abuso sexual 
es cuando se realizan actos lesivos o lúbricos tocamientos en otra persona, sin 
su consentimiento, y obligue a que lo realice con el uso de la fuerza, 
intimidación o cualquier otro medio que prive de voluntad, sin llegar al acceso 
carnal. (Arto. 172 Pn5). El acoso sexual es la repetición e insistencia 
resguardadas de una posición de poder o superioridad para demandar el acto 
                                                            
5
 Quien realice actos lascivos o lúbricos tocamientos en otra persona, sin su consentimiento, u 
obligue a que lo realice, haciendo uso de fuerza, intimidación o cualquier otro medio que la 
prive de voluntad, razón o sentido, o aprovechando su estado de incapacidad para resistir, sin 
llegar al acceso carnal u otras conductas previstas en el delito de violación, será sancionado 
con pena de prisión de cinco a siete años.  Cuando en la comisión del delito se dé alguna de 
las circunstancias de la violación agravada, la pena será de siete a doce años de prisión. Si 
concurren dos o más de dichas circunstancias o la víctima sea niña, niño, o adolescente se 
impondrá la pena máxima. No se reconoce, en ninguno de los supuestos, valor al 
consentimiento de la víctima cuando esta sea menores de catorce años de edad, o persona 
con discapacidad o enfermedad mental. 
  
sexual (Arto.174 Pn6). Ambos delitos son comunes en el mal trato familiar ya 
que podría iniciarse una violencia sexual con cualquiera de estos actos, 
llegando hasta la violación para culminar el acto. La víctima  pasa por todo el 
proceso causando una serie de trastornos e inseguridades, que le impiden 
declarar los hechos en tiempo y forma, de tal forma que hasta que se ve 
totalmente afectada y acosada por estos delitos decide ponerle un alto. 
 
El elemento esencial y diferenciador es el uso de la fuerza, violencia o 
intimidación. Respecto a la violencia Gim Bernat, dispone, que no es necesario 
que sea irresistible, bastando que sea suficiente para doblegar la voluntad, y a 
tenerse en cuenta que generalmente, ira unida a la intimidación. 
      
Estos delitos en rasgos generales es una violación a los Derechos Humanos ya 
que el mismo establece que nadie debe de ser objeto de injerencias en su vida 
privada, su familia, domicilio, ni de ataques a su honra o a su 
reputación…(Arto.12), por lo que las leyes deben de velar por la protección de 
tales injerencias y ataques que perturben la reputación de una persona.  
 
 
3.2.5 Delito contra la libertad (Amenaza, Chantaje) 
 
Estos son delitos contra la libertad  regulados a partir del Arto 184 Pn7. Dentro 
de la violencia doméstica son muy comunes, ya que las víctimas suelen 
                                                            
6 
Quien de forma reiterada o valiéndose de su posición de poder, autoridad o superioridad 
demande, solicite para sí o para un tercero, cualquier acto sexual a cambio de promesas, 
explícitas o implícitas, de un trato preferencial, o de amenazas relativas a la actual o futura 
situación de la víctima, será penado con prisión de uno a tres años. Cuando la víctima sea 
persona menor de dieciocho años de edad, la pena será de tres a cinco años de prisión. 
7
 Quien amenace a otro con causarle a él, a su familia o a otras personas con las que esté 
íntimamente vinculado, un mal que constituya delito y que por su naturaleza parezca verosímil, 
será sancionado con pena de prisión de seis meses a un año. Si la amenaza consistiere en 
causar un mal que no constituya delito, se sancionará con pena de cien a doscientos días 
multa. 
Art. 185 Pn.  Chantaje. El que con amenazas de imputaciones contra el honor o el prestigio, 
violación o divulgación de secretos, con perjuicio en uno u otro caso para el ofendido, su familia 
o la entidad que represente o en que tenga interés, obligue a otro a hacer o no hacer algo, será 
sancionado con prisión de dos a cuatro años y de cien a doscientos días multa. 
  
permanecer en estos estados para guardar silencio y que la realidad en el que 
la familia vive no se de a conocer, dentro del ciclo de la violencia esta es una 
etapa en la que pueden incluso haber hasta trastornos psicológicos en los 
involucrado ya que son personas que se vuelven inseguras y con miedo de 
actuar por las consecuencias que pueden haber.  
 
Consisten en ataques de sosiego a la tranquilidad personal en el normal 
desarrollo en la vida de una persona, el cual es el bien protegido para estas 
conductas. Constituyen una infracción contra la paz individual y contra la 
libertad, pues, mediante aquéllas, se impone al sujeto pasivo realizar un acto o 
cumplir con una condición en contra de su voluntad. Descansa, 
fundamentalmente, en la conminación del mal, en un amedrentamiento a través 
o por medio de actos o conducta determinada, en adecuada relación de causa 
a efecto. 
 
Son delitos de simple actividad, de expresión o de peligro, y no de verdadera 
lesión, de tal suerte que si ésta se produce, actuará como complemento del 
tipo.   
 
El contenido o núcleo esencial del tipo es el anuncio en hechos o expresiones, 
de causar a otro un mal que constituya delito, bien en su persona, honra o 
propiedad: anuncio de mal que debe ser serio, real y perseverante, de tal forma 
que ocasione una repulsa social indudable. 
    
El mal enunciado ha de ser futuro, injusto, determinado y posible, dependiente 
exclusivamente de la voluntad del sujeto activo y originador de la natural 
intimidación en el amenazado. 
 
El dolo específico consiste en ejercer presión sobre la víctima, atemorizándola 
y privándola de su tranquilidad y sosiego, dolo indubitado, en cuanto encierra 
un plan premeditado de actuar con tal fin. 
                                                                                                                                                                              
 
  
Capítulo 4 
4. El proceso penal en Nicaragua en los casos por violencia doméstica o 
intrafamiliar 
4.1 PROCEDIMIENTO Y SUS GENERALIDADES 
 
 
Para dar inicio a este capítulo, sobre el procedimiento que debe de seguir la 
victima al enfrentarse a una situación de violencia doméstica o intrafamiliar, 
debemos aclarar qué es un proceso penal y qué debemos de entender como 
tal. 
Según el Dr. Cuarezma Terán, el Proceso Penal en Nicaragua, no es más que: 
El conjunto de actividades y formas mediante el cual órganos competentes 
proveen y juzgan, por medio de la observación y valoración de ciertos 
requisitos en caso concreto, la determinación de la responsabilidad penal, con 
la emisión y ejecución de una sentencia de carácter judicial. 
Para garantizar la seguridad ciudadana, es que existe todo un conjunto de 
actos dirigidos a investigar y sancionar todos aquellos actos que primeramente 
están tipificados como delitos, tanto en el orden Internacional como en la 
legislación Nacional; es decir que el Proceso penal está dirigido para garantizar  
la seguridad del los sujetos partes de un Estado soberano, cuando alguno de 
los derechos inherentes de estos ciudadanos se vea afectado por otro sujeto e 
incluso por el mismo estado, siendo así el Proceso Penal, un mecanismo de 
protección. 
Otros autores como Carnelutti dicen que el proceso es un conjunto de todos los 
actos que se realizan para la solución de un litigio. Couture afirma que es, entre 
otras cosas, el método o estilo propio para la actuación ante los tribunales de 
cualquier orden.     
Entonces este será el conjunto de actos coordinados que se realizan ante los 
tribunales de justicia a fin de aplicar la ley al caso sometido al conocimiento de 
ello.  
  
Modernamente se usa el término proceso, abandonando el vocablo juicio, esto 
debido a que el proceso supone una controversia y no comprende la ejecución 
de sentencia y las medidas cautelares. Siendo el proceso el género, y el juicio 
la especie.  
Escobar Fornos, señala, que el proceso, a pesar de su crisis y de las formas de 
justicia alternativa creada para descongestionarlo como la mediación, 
conciliación y arbitraje, sigue siendo el instrumento principal de hacer justicia, 
por lo que la doctrina y la legislación se esfuerzan por perfeccionarlo y hacerlo 
mas eficaz y accesibles a los menos favorecidos por la fortuna.  
4.1.1 Clasificación de las acciones penales y tipos de procedimientos penales 
 
Según la naturaleza procesal de la acción, los delitos de pueden clasificar en 
delitos de acción privada (calumnias e injurias graves), delitos de acción 
pública a instancias particulares (violación, estupro, acoso sexual) y delitos de 
acción pública. 
Esta clasificación es de importancia ya que dependiendo del tipo de acción así 
será la titularidad para ejercer la persecución penal. Así todos los delitos de 
acción pública deberán de ser perseguidos de oficio por el Ministerio Público. 
Los de acción pública a instancia particular, serán perseguidos por el ministerio 
público solo contra denuncia de la parte ofendida o su representante legitimo. 
Los de acción privada no se presentan al Ministerio Público.      
Existen dos tipos de procedimiento penal para estas acciones, uno de ellos es 
el Procedimiento Ordinario el cual desarrollaremos, ya que el delito de violencia 
doméstica e intrafamiliar se debe tratar como un procedimiento ordinario (Juicio 
por delitos arto.253 y  ss CPP) y el Procedimiento Procesal en el cual se llevan 
los Juicios por faltas arto. 324 CPP, Proceso Penal para el Presidente y el 
Vicepresidente de la República Arto 334 CPP, Procedimiento para la Revisión 
de Sentencias y Extradición arto. 337, 348 y ss CPP.  
 
  
4.2 DENUNCIA 
 
La denuncia es el acto en sí, de poner en conocimiento del funcionario 
competente (juez, ministerio público o agentes policiales) la comisión de un 
hecho delictuoso, sujeto a acción pública, del que se hubiere tenido noticia por 
cualquier medio. Puede realizar la denuncia cualquier persona capaz según la 
Ley Civil.  
Para dar inicio al proceso, la victima de violencia doméstica o intrafamiliar  una 
ves decidida a poner fin a su agresor, debe de interponer la denuncia lo mas 
pronto posible para que se inicien las averiguaciones pertinente y se pueda 
procesar su caso. 
Pueden anteponer la denuncia toda persona que tenga noticia de delito 
considerado de acción pública, esta puede ser verbal o escrita, debe de ser 
presentada ante el Ministerio Público o ante la Policía Nacional, en caso que el 
delito denunciado dependa de instancia particular, se pueden realizar actos 
urgentes de investigación y hasta aprehender en caso de flagrancia (Arto. 222 
CPP). 
Se encuentran obligados a denunciar; los funcionarios o empleados públicos 
que conozcan el delito en el ejercicio de sus funciones, quienes presten 
servicios de salud y los conozcan en el ejercicio de sus funciones, salvo 
secreto profesional y los administradores de bienes ajenos siempre que 
conozcan el hecho con motivo de sus funciones (Arto. 223 CPP). 
La denuncia no es obligatoria cuando el denunciante arriesga su propia 
persecución, la de su cónyuge, compañero en unión libre o parientes hasta 4to 
grado de consanguinidad o 2do de afinidad (Arto 223 CPP). 
El Ministerio Público ejerce la acción penal previa denuncia de la víctima en los 
delitos de acción pública a instancia particular. 
La Policía actuara cuando exista denuncia de la persona afectada, para instar 
esta debe de iniciar un amplio proceso de investigación para llevar a cabo la 
  
recopilación de toda información que durante el proceso sea de utilidad. 
Actuando de oficio, debe de auxiliar a la víctima, aprender al ofensor y realizar 
dichos actos urgentes de investigación (Arto 113 CPP).      
La Policía Nacional rendirá un informe al Ministerio Publico, relacionado con la 
investigación de la denuncia, acompañando las diligencias prácticas (Arto 225 
CPP).   
Si se demuestra que el hecho no constituye ningún delito o falta se desestimara 
la denuncia (Arto 224 CPP), es decir si se llegara a demostrar que no existe tal 
violencia doméstica y que el daño presentado por la victima es causado por 
otras causas. 
El protocolo de actuación establece como norma general, que al ser muy 
escuetas las denuncias estas deben recoger de forma completa y detallada el 
relato pormenorizado del hecho, incluyendo: 
a. Antecedentes inmediatos a la agresión, 
b. Dinámica /  Modo de realización, 
c. Circunstancia concurrente, como la relación que une al agresor y la 
víctima, composición familiar, 
d. Existencia de otras agresiones anteriores, indicando si se han 
denunciado o no, y en el caso negativo, descripción pormenorizada 
de las mismas a los efectos de destacar el elemento de la 
habitualidad, tan frecuente en este tipo delictivo, 
e. Si existen testigos presenciales o de referencia de estas agresiones. 
 
4.3 MEDIDAS CAUTELARES Y MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE URGENCIA 
 
Las medidas cautelares aplicables son las autorizadas por el CPP, tienen como 
finalidad asegurar la eficacia del proceso, garantizar la presencia del acusado y 
regular la obtención de fuentes de pruebas. 
  
Las medidas cautelares tienen ciertas prohibiciones las cuales son: No pueden 
usarse como medio para obtener la confesión del imputado, no puede nadie ser 
sometido a medidas cautelares sino es por orden del Juez competente, no se 
puede aplicar medidas cautelares si resulta evidente la existencia de una causa 
de justificación, de no punibilidad o de extinción de la acción penal o de la 
pena, no puede ser usada como sanción penal anticipada. 
Hay dos tipos de medidas cautelares, las personales y las reales; para los 
casos de violencia doméstica o intrafamiliar las utilizadas son las personales en 
las que podemos mencionar: 
 Detención domiciliar sin/con vigilancia 
 Custodia por otra persona 
 Impedimento de salida del país  
 Deposito de un menor 
 Vigilancia de una persona o una institución 
 Presentación periódica ante las autoridades 
 Prohibición de salir de residencia o de un ámbito territorial  
 Prohibición de concurrir a reuniones  
 Prohibición de concurrir a lugares  
 Prohibición de comunicación con ciertas personas 
 Abandono inmediato del hogar 
 Prisión preventiva 
Como medidas de protección de urgencia en los casos para violencia 
doméstica e intrafamiliar según el Arto 111 del Código Penal se encuentran: el 
abandono inmediato del hogar del acusado; prohibir o restringir la presencia del 
agresor en el domicilio de la victima; garantizar a la victima atención médica, 
psicológica, al igual que al agresor; examen bio-psico-social a los menores de 
  
edad; prohibir toda forma de hostigamiento y ordenar el decomiso de todo tipo 
de arma. 
Para la aplicación de las medidas de protección el Juez ordenará las medidas y 
solicitará para su cumplimiento el auxilio del órgano policial. Se puede ordenar 
previo al proceso por un plazo de 10 días y pueden ser solicitadas directamente 
por la víctima mientras el Ministerio Público no resuelva.       
4.3.1 Prisión preventiva 
 
En consecuencia de la gravedad del delito con que vaya acompañado la 
violencia, se requiere la prisión preventiva para el acusado, por hecho punible 
grave que merece pena privativa de libertad, para esta medida cautelar deben 
de existir ya, la mayor cantidad de pruebas posibles contra el imputado. 
Hay casos en los que se requiere la sustitución por domiciliaria en el caso de 
que se demuestren personas afectadas por enfermedades terminales.  
Cabe mencionar que la pena preventiva seta abonada a la pena que se le 
llegara a imponer al agresor. 
Debemos de recordar las medidas cautelares sustitutivas, las cuales pueden 
ser satisfechas con otras medidas personales menos graves. 
En los tipos de caución se encuentra la Juratoria, Personal  y Económica; en el 
estudio de nuestro delito de violencia, la caución personal es la mas común ya 
que se permite pagar junto con fiadores solidarios la suma que el Juez estime 
conveniente.  
Son obligaciones del agresor acusado, no ausentarse de la jurisdicción del 
tribunal o de la que este le fije, presentarse ante el tribunal o autoridad que el 
Juez designe, brindar un señalamiento de lugar para las notificaciones; ante el 
incumplimiento de lo antes mencionado se genera la privación de la libertad y 
la ejecución de la caución. 
  
Al hablar de ejecución de la caución se da cuando se decreta la rebeldía del 
acusado y cuando se sustrae a la ejecución de la pena. Esto tiene como efecto 
en la fianza del acusado tenga un plazo de 5 días para presentarse y de no 
cumplirse se ejecuta la fianza a través del poder judicial.  
4.4 ACTOS DE INVESTIGACIÓN Y ACTOS DE PRUEBA 
 
 
La acusación consta de varios requisitos los cuales son: nombre del tribunal al 
cual va dirigida, nombre y cargo fiscal, nombre y datos del acusado, nombre y 
datos del ofendido y victima, solicitud de trámite y solicitud de medidas de 
seguridad en ves de pena por razones de exención de responsabilidad criminal, 
cuando así lo estime el MP.    
La formulación de la acusación debe de estar basada en una investigación 
realizada por la Policía Nacional y el Ministerio Público, debe de ser presentada 
ante el Juez de la causa, en la audiencia preliminar inicial esta debe de ser 
aceptada por el Juez (Arto. 257 CPP), posterior se marca el limite fáctico sobre 
le cual versara la sentencia, esta puede ser corregida y ampliada antes y 
durante el juicio.      
La acusación debe de estar previamente sustentada (Arto. 268 CPP), deben de 
existir los elementos probatorios suficientes para el juicio, la inexistencia de 
pruebas conllevaría a la falta de merito por un ano, y pasado el tiempo sin 
elementos probatorios se dicta sentencia de sobreseimiento. En la mayoría de 
los casos de violencia doméstica si existen pruebas para presentar, ya que con 
ayuda de medicina legal se determinan las agresiones físicas de la victima. 
Estas pruebas una vez interpuesta la denuncia, tanto  la Policía Nacional como 
el Ministerio Público, de oficio debe, de dar inicio a las investigaciones. La 
investigación penal debe de estar sustentada y enfocada para ejecutarse de la 
siguiente manera: Cuándo (hora y fecha en que ocurrió el hecho o el tiempo 
aproximado en el que se llevo a cabo), Dónde (mediante la ubicación exacta en 
el que ocurrió la agresión), Qué (mediante la explicación de los resultados), 
  
Quién (establecer la participación de cada uno de los involucrados en cada 
suceso), Cómo (se debe de buscar la forma de explicar el modo y los medios 
usados por el autor del delito para lograr los resultados de agresión y otros) y 
Por qué, en este último la investigación debe de ser mucho mas amplia, esto 
para llegar a saber si el hecho fue cometió con consentimiento y voluntad, es 
decir saber si quien realizo el hecho estaba en sano juicio, conforme a una 
representación mental previa, determinar si el resultado del autor se debió a 
imprudencia o impericia o si hubo algún error o provocación que lo indujo a 
actuar de la forma en la que lo haya hecho. 
Para llevara a cabo un allanamiento y registro de morada, esta debe de 
realizarse únicamente con una orden previa del Juez  y debe de ser practicada 
entre las seis de la mañana a las seis de la tarde o bien si es una investigación 
de casos muy urgente como en el delito de asesinato, podrá ser a cualquier 
hora del día.    
Se debe poner en práctica la valoración de la prueba según el principio in dubio 
pro reo, se deriva del principio de inocencia, mientras no se le compruebe lo 
contrario el acusado será inocente de todo delito que se le señale. Un resultado 
conviccional  de su valoración de prueba debe obtenerse una verdad real, la 
certeza del caso, la duda y la probabilidad. 
 
Todo objeto de prueba presentado debe de ser totalmente abstracto, es decir 
que debe ser totalmente probable, por lo general en la violencia doméstica e 
intrafamiliar las victimas con abusadas sexualmente o sufren de mal trato físico 
lo que puede permitir pruebas confiables. 
 
4.5 MEDIACIÓN  
 
 
Una vez interpuesta la denuncia existen medidas alternas a la persecución 
penal haciendo énfasis al principio de oportunidad (Arto. 55 CPP), estos son, la 
Mediación que es la medida alternativa a la persecución penal, consistente en 
una negociación inter partes, cuyo propósito es lograr un acuerdo policial o total 
  
sobre su conflicto común, donde el imputado debe de comprometerse a reparar 
el daño causado, a cambio de que no se le persiga penalmente por esos 
hechos. La mediación solamente procede a las infracciones descritas 
taxativamente por la Ley.  
 
Mediación previa es una modalidad de la mediación, cuya variación consiste en 
que un tercero componedor o mediador  será siempre un sujeto distinto del 
Ministerio Público, pero autorizado expresamente por la Ley para mediar el 
conflicto, esta mediación debe de realizarse ante un abogado y notario 
autorizado, ante la defensoría pública  y ante un facilitador de justicias en 
zonas rurales. el momento procesal y oportuno para presentar esta mediación 
es antes de que se presente la acusación o querella.  
 
La Ley menciona el acuerdo entre las partes, este es la búsqueda de un 
acuerdo negociado entre el Ministerio Público y la defensa para prescindir 
parcial o totalmente de la persecución penal, sea respecto de los hechos 
denunciados o de las personas involucradas. Este acuerdo debe de ser 
homologo por el juez competente según los requisitos que prevé el CPP. Estos 
son: que el acusado admita su responsabilidad en los hechos que se le 
imputan, esto implica abandono de su derecho a un juicio oral y público, la 
aceptación del imputado debe de ser voluntaria y veraz. El momento oportuno 
para llegar a un acuerdo es cualquier momento del proceso siempre y cuando 
sea antes de la sentencia o del veredicto. 
 
Cabe mencionar que en la violencia doméstica debe de tratarse con cuidado y 
precaución la mediación entre las partes involucradas, puesto que se trata de 
un ciclo el cual solo con ayuda psicológica y terapias podría romperse, 
adicional, en la mayoría de los casos la victima comparte techo con su agresor, 
existiendo violencia e intimidación por lo que aun es debatido si debe o no 
existir mediación. 
 
Grupos como a Red de mujeres contra la violencia cuestionan, si la mediación 
protege en si a la victima o al agresor. Se encuentran en una lucha constante 
  
para que la mediación no tenga cabida dentro de un proceso de violencia 
doméstica e intrafamiliar, ya que se habla de victima y victimario, por lo que el 
tramite de mediación difiere totalmente de un caso que refiera a pleito, 
molestias vecinales o situaciones similares, esto según Auxiliadora Velásquez 
quien es comunicadora social de la Red.  
 
En el caso de violencia doméstica e intrafamiliar se habla de abuso de poder, 
de sometimiento de una persona hacia otra, por lo que al efectuarse la 
mediación la victima regresa a su casa con el agresor y con una mayor 
desventaja. Ya que ante su denuncia no hubo sentencia, no se procedió a una 
sanción contra su agresor, ya que les recomiendan llegar a un trámite de 
mediación, convirtiendo el delito que se encuentra sancionado por la Ley en un 
arreglo. En ocasiones se llega a esta instancia bajo recomendaciones de las 
mismas autoridades ya que se pone fin de forma más rápida a un verdadero 
proceso judicial.    
     
4.5.1 Control jurisdiccional de la acusación: Audiencia preliminar y audiencia 
inicial 
 
Audiencia preliminar (Arto. 255 CPP), aquí el Juez analiza la acusación, se 
debe de resolver sobre las medidas cautelares, y se garantiza el derecho a la 
defensa; se realiza la solicitud de aprobación de actos de investigación (Arto 
246 CPP), si la solicitud para autorizar actos de investigación que puedan 
afectar derechos constitucionales es decretada luego de celebrada la audiencia 
preliminar, el defensor debe de ser notificado y tiene el derecho de acuerdo a la 
Ley a estar presente.  
Para la comparecencia, las autoridades deben de presentar al detenido ante el 
Juez en 48 horas, para que se realice la audiencia preliminar (Arto 256 CPP). 
El acusado tiene el derecho a ser avisado de la Audiencia preliminar, a un 
abogado defensor, y a guardar silencio (Arto 260 CPP). 
  
Si en la Audiencia preliminar el acusado no dispone de un abogado defensor, 
podrá solicitar por escrito al Juez la sustitución de la medida cautelar antes de 
la siguiente audiencia  (Arto 172 CPP); si hay reo detenido, entonces el 
proceso penal iniciara con la Audiencia preliminar. 
En la Audiencia inicial, si el Juez ordena la prisión preventiva, debe de fijar 
fecha inferior a 10 días para Audiencia inicial (Arto 264 CPP). Esta tiene como 
principal finalidad; determinar si existe causa para proceder a juicio, iniciar el 
intercambio de información sobre pruebas, revisar detenidamente las medidas 
cautelares, determinar actos procesales previos al juicio, revisar la acusación y 
garantizar el derecho de defensa esto último solo cuando no ha habido 
audiencia preliminar. Los autos y las sentencias que sucedan a una audiencia 
oral se dictan inmediatamente después de su cierre.  
Existen dos reglas generales sobre las Audiencias (Arto 141 CPP), las 
resoluciones dictadas en la audiencia quedan notificadas con su 
pronunciamiento y las dictadas fuera de la audiencia se notifican en 48 horas y 
sólo obligan a la persona previamente notificada. Si el imputado no se 
encuentra detenido, entonces el MP presenta la acusación al Juez y solicita su 
citación o detención para la Audiencia inicial. 
Aspectos sobre los que recae el control son: 
Admisibilidad: por tratarse de un acto procesal, por lo tanto formal, el cual 
controla tiempo, forma, lugar del acto, momento de presentación entre otros. 
Perseguibilidad: se deben de observar los elementos constitutivos de la 
relación procesal.     
Decisiones judiciales sobre la acusación: Inadmisibilidad (Arto 257 CPP) la 
acusación no reúne los requisitos formales exigidos por la Ley.  
Competencia: El Juez considera que es incompetente para conocer del caso y 
lo remite las diligencias a quien corresponda (Arto 257CPP). 
 Auto de remisión de juicio, se admite la acusación y existiendo merito se lleva 
a juicio al acusado. 
  
4.6 ESTRUCTURA DEL PROCESO 
 
 
En la organización del Juicio se presenta la exhibición de prueba  la cual 
permite a las partes presentar los elementos probatorios, para proceder al 
intercambio de información el cual es en un periodo de quince días para delitos 
graves y cinco para menos graves, si se llegan a describir nuevos elementos 
probatorios antes de diez días al juicio se debe de iniciar nuevamente el 
procedimiento, procede a la inadmisibilidad de la prueba (Arto 277 CPP). 
Para la realización del examen pericial (Arto 278) deben ser al menos quince 
días antes del juicio, si esta es irreproducible se practica en presencia de parte 
contraria. La audiencia preparatoria de juicio a solicitud de cualquiera de las 
Con reo preso  (254) 
El proceso inicia con la audiencia 
preliminar 
Con reo libre o luego de audiencia 
preliminar 
El proceso inicia con la audiencia 
inicial 
Plazo por el ministerio publico para 
presentar el detenido ante el Juez, 
junto con acusación y medidas 
cautelares 48 horas  
Plazo del Juez para la realización de la 
audiencia preliminar desde la 
presentación del acusado 
Inmediatamente (24 horas), si la ley 
no indica término inmediato, el plazo 
será 48 horas.  
Prolongación de la detención 
Como la finalidad de la audiencia 
preliminar es determinar las medidas 
cautelares, el Juez puede prolongar la 
detención del acusado. 
Efecto de la no realización de la 
audiencia preliminar en el plazo de 24 
horas Habeas Corpus  
Efecto de no presentar la acusación en 
el plazo de Ley Liberación del detenido 
Prisión preventiva Audiencia inicia, mediación 
Plazo para pronunciar veredicto o 
sentencia cuando hay acusado preso 
No mayor a tres meses contados a 
partir de la primera audiencia 
Plazo para pronunciar veredicto o 
sentencia cuando no hay acusado 
preso 
Seis meses contados a partir de la 
primera audiencia 
  
partes, esta resuelve controversia sobre intercambio de información, exclusión 
de pruebas ofrecidas, hechos que no requieren pruebas.      
4.5 SENTENCIA 
 
Es una resolución jurisdiccional cuyo fin es resolver  las pretensiones de las 
partes y cuyo efecto es poner término al proceso. Para dictar sentencia el Juez, 
cuenta con tres días contados a partir de la última audiencia. En asuntos de 
trámites complejos, el plazo para dictar sentencia se extiende a diez días (Arto 
135 CPP). La inobservancia del plazo para dictar sentencia produce 
responsabilidad disciplinaria (Arto 152 CPP).  
La sentencia debe de estar fundamentada por los razonamientos de hechos en 
que se base la decisión, por el razonamiento de derechos en que se base la 
decisión, por el valor otorgado a cada medio de prueba, en los juicios por 
participación de jurado, entonces la sentencia debe de ser acorde al veredicto. 
La fundamentación de la sentencia no puede no debe de ser reemplazada con 
la sola mención de hecho, derecho y pruebas. 
La sentencia no debe de tener ningún hecho probado distinto al de la 
acusación. 
Si la sentencia no ha sido notificada el Juez podrá remediar los errores de 
oficio, si esto no se realiza entonces las partes pueden solicitarlo mediante el 
recurso de reposición, solicitando rectificación, aclaración y adición. 
Al realizarse la lectura integral de la sentencia esta queda notificada, a las 
partes se les entrega una copia de la sentencia notificada para efectos de 
impugnación. 
Toda sentencia dictada en primera instancia por jueces locales y de distrito 
cabe apelación, para el delito de violencia doméstica e intrafamiliar cabe la 
impugnación, esta debe de ser interpuesta ante el Juez que dicto la resolución 
recurrida y se expresan los motivos del agravio, para la interposición ante el 
  
Juez local el plazo es de tres días, ante jueces de distrito son seis días 
contados desde la notificación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
Capítulo 5 
Análisis de caso de violencia doméstica o intrafamiliar 
En este último capítulo, citaremos  y analizaremos un caso relacionados con la 
violencia doméstica o intrafamiliar; este asunto fue radicado en el último 
semestre del año dos mil diez en el Tribunal de Apelaciones de Managua, por 
motivos de inconformidad de una de las partes respecto a la resolución Judicial 
de Primera Instancia. Lo que pretendemos con este capítulo es analizar esta 
resolución de la Sala Penal Número Dos del Tribunal de Apelaciones de 
Managua y observar si estas cumplen con los requisitos de ley para su 
admisión, si el Tribunal de alzada realmente está siguiendo los procedimientos 
necesarios para resolver este tipo de casos y utilizando los Instrumentos 
Internacionales y leyes adecuadamente. Dentro del proceso de selección de los 
casos nos encontramos con innumerables asuntos relacionados con la 
violencia domestica o intrafamiliar, algunos no tipificados específicamente con 
este tipo penal, pero si con otros delitos relacionados al mismo, como lo son la 
violación, violación a menores de 14 años,  homicidios, abuso sexual, lesiones 
graves y lesiones psicológicas, de esta gama de delitos relacionados con la 
violencia domestica o intrafamiliar, decidimos seleccionar únicamente un caso y 
analizar su respectiva sentencia y un poco el tramite desde que fueron 
radicados en el Tribunal de Apelaciones de Managua hasta que se dicto 
sentencia por la Sala Penal Dos. 
 
5.1. CASO NÚMERO1. 
 
Número de Asunto: 005002-ORM1-2010PN 
Número de Asunto Principal: 004163-ORM1-2010PN 
Acusado: Jimmy José Estrada Herrera. 
Víctima: Rosa Aura Blandón 
Delito: Violencia Doméstica o intrafamiliar. 
Juzgado de Procedencia: Juzgado Segundo Distrito de lo Penal de Audiencias 
de  Managua.  
 
  
Por registrado este Asunto Penal como nuevo y recibido el  libelo acusatorio en 
el Juzgado de Managua, sin detenido, el día catorce de Abril del año dos mil 
diez, el que en ese momento constaba de once folios con sus copias de ley 
requeridas y en el que se hacía claramente la relación de los hechos ocurridos 
en el seno familiar de la ciudadana Rosa Aura Blandón, la cual era maltratada o 
más bien se podría calificar que sufría de violencia domestica o intrafamiliar por 
parte de su cónyuge, situación que se repetía constantemente desde el año 
1999 hasta el año 2010, hasta el punto de llegar a lesionar psicológicamente y 
gravemente a la víctima, además del sin número de ocasiones que  sufrió de 
maltrato físico, por lo cual la victima decidió ponerle fin a estos maltratos y 
luego de tantos años denuncia a su marido. Se emite el auto correspondiente 
radicando la causa y convocando a las partes para la Audiencia el día cuatro 
de Mayo del año dos mil diez a las nueve de la mañana, audiencia que fue 
notificada a las partes y realizada en tiempo y forma señaladas en autos 
anteriores y  de la cual se origina una inconformidad de la parte acusadora. 
Posteriormente el Ministerio Publico interpone Recurso de Apelación en contra 
del auto dictado en Audiencia inicial con característica de preliminar  celebrada 
en fecha antes mencionada, ya que en la misma se rechazo la acusación 
formulada por la Fiscalía en el proceso en contra de Jimmy José Estrada 
Herrera por la autoría del delito de Violencia Domestica o intrafamiliar 
(Lesiones psíquicas graves) en perjuicio de Rosa Aura Blandón, recurso que es 
radicado en este Órgano el día catorce de Julio del año dos mil diez y en el 
mismo Auto se convoca a la parte recurrente y recurrida a Audiencia Oral y 
Publica el día seis de Agosto del año dos mil diez, la cual es notificada y 
celebrada en esa fecha y en la misma se les da la intervención de ley a las 
partes. Primeramente la Defensa se pronuncia, alegando que la Apelación por 
parte del Ministerio Público no tiene fundamento ya que no se le está 
impidiendo al mismo el ejercicio de la acción Penal, de conformidad al artículo 
361 CPP8 esto no es apelable porque la misma Judicial expreso que podía 
presentar nuevamente la acusación, mejorando el escrito de intercambio ya 
                                                            
8 Art. 361 Principio de taxatividad.- Las decisiones judiciales serán recurribles sólo por los 
medios y en los casos expresamente establecidos. 
  
que no reunía los requisitos de ley. Así mismo hace referencia que en 
Audiencia inicial se hizo referencia a la prescripción de los hechos, y que en el 
2009 se dieron otros hechos que se juzgarían de conformidad al nuevo Código. 
Contradice también lo que dijo el fiscal referente a que es un delito 
permanente, y afirma que por el contrario es un delito de resultado, y que si se 
toma en cuenta lo que la fiscalía alego, de que los hechos iniciaron el 15 de 
Septiembre de 1990, entonces estarían prescritos de conformidad al artículo 12 
de la Ley 641, ya que este artículo establece que en los delitos de resultado el 
hecho se considera cometido en el momento que se produzca el resultado, y si 
fuera como el Ministerio Público alega, de igual manera estaría prescrito 
porque se aplicaría la primera parte del artículo, y por esta razón consideró la 
Defensa que fue correcto el proceder de la Judicial de rechazar la Acusación. 
Invoca así mismo el artículo 83 de la ley 641 que se refiere a que no son delitos 
permanentes cuando se refiere a infracciones en contra de vienen 
inminentemente personales, como el caso que nos ocupa; siendo así un delito 
de resultado, ya que tienen se producen lesiones físicas o psíquicas a causa de 
la violencia ejercida.  Por último la defensa fundamenta que para que se dé 
lugar a la Apelación instruida por el Ministerio Público, debe de existir un auto 
dictado luego de la audiencia Inicial y en el expediente este no existe, solo 
consta un acta de Audiencia Preliminar, y sujetos al artículo 152 CPP, debió de 
dictarse un auto, por lo cual esa acta de Audiencia no es objeto de Apelación. 
Posteriormente el Ministerio Público afirma que no se tome en cuenta lo de la 
prescripción de la acción ya que la defensa debe de limitarse a contestar los 
agravios por ser apelado y no apelante. Luego argumenta que de conformidad 
con los artículos 155 CP, artículos 1 y 2 de la “Convención Interamericana 
Belem do Para”, la juez debió admitir la acusación por reunir los requisitos 
establecidos en la legislación de nuestro país; también refiere que este delito, 
es un delito permanente de maltrato constante desde el año 1990 hasta el año 
2010, y que no puede ser un delito de resultado ya que no se puede segmentar 
las lesiones ocasionadas en los primeros anos y alegar la prescripción desde 
cierta fecha y así tomar en cuenta solo parte de la violencia ejercida sobre la 
víctima, no se puede segmentar lo que es la naturaleza del delito. En la 
relación de hechos se detallo claramente, según el fiscal, la comisión del delito 
  
desde 1990 hasta el 2010, por lo que si se cumple con lo establecido en el Arto 
77 numeral 5 CPP y debe de conocerse con el Código penal vigente. 
 
En la Sentencia emitida por el Tribunal de Apelaciones el seis de Agosto del 
año dos mil diez a las cinco y diez minutos de la tarde, los Magistrados de la 
Sala Penal Dos se pronuncian de conformidad al artículo 369, 376 inciso 4 
CPP, primeramente en relación a lo contestado por la Defensa respecto a la 
inexistencia en el expediente, del auto que la judicial debía dictar luego de la 
Audiencia, expresando así los Magistrados, que efectivamente al revisar las 
diligencias observaron que la Defensora tenía razón, ya que en frente del folio 
29 de las diligencias de primera instancia, la Juez A-quo  luego de haber 
escuchado a las partes resuelve y se pronuncia en cuanto a la Admisibilidad de 
la acusación según el artículo 257 CPP, y considera el Tribunal de Apelaciones 
que aunque no se cumplió con la formalidad que debe de contener un auto 
dictado posteriormente a cada Audiencia, esto no le quita la validez a la 
Resolución emitida en Acta de Audiencia Preliminar por la Judicial y hacen la 
Recomendación de que los Jueces deben de retomar las formalidades 
establecidas, no solo en el articulo 152 si no también en el 272 CPP.  
 
En relación a si es un delito permanente o de resultado, la Sala penal Dos se 
pronuncia, constatando que en los folios 28 al 30 de las diligencias de primera 
instancia la Juez a quo fundamenta su resolución en la idea que deben de 
separarse los hechos, dejando a salvo el Derecho del Ministerio Público de 
interponer la Acusación nuevamente, y el Tribunal considera que esta 
justificación esta errada ya que debe de tomarse en cuenta el tiempo 
ininterrumpido que duraron las agresiones, y que aunque se dio en un contexto 
legal donde existen dos legislaciones distintas, la de 1974 y la Ley 641, no se 
podrían aplicar ambas por estar prohibido por la misma ley.  
 
Los Magistrados consideran que aunque los hechos se iniciaron en 1990 
cuando estaba en vigencia el Código de 1974 y la Fiscalía interpuso formal 
acusación estando en vigencia la Ley 641 ya que es en esta que se viene a 
tipificar el delito de violencia domestica como tal y a tutelar los derechos de las 
  
mujeres Nicaragüenses, que son las que más maltrato de este tipo sufren, 
aunque también hacen mención del maltrato familiar que sufren los hombres, 
niños y niñas y que los agresores deben de ser castigados con las leyes y 
Tratados que ha suscrito el Estado. Hacen referencia a que no pueden permitir 
que estas normas establecidas en nuestra legislación sean violentadas en aras 
del principio de legalidad y taxatividad, y que por estos motivos encuentran 
desacertada la resolución de la Juez a quo  ya que la legislación de 1974 no 
contemplaba el tipo penal, sino que es la ley 641 la que lo describe en el 
articulo 155CPP como “violencia domestica e Intrafamiliar”, por lo cual no 
pueden permitir que se haga la separación de hechos, y aunque se hayan 
iniciados independientemente y estando en vigencia el Código Penal de 1974, 
continuaron hasta que la victima decide denunciarlo, y esto no fue valorado por 
la Judicial y por esto consideraron que los hechos no podían dividirse ya que 
no se pueden presentar dos acusaciones en contra de la misma persona y por 
los mismo hechos para ser juzgados por diferentes legislaciones y de permitir 
esto estarían violentando principios Constitucionales establecidos en los 
artículos 33 y 34 Cn. Así mismo consideraron que la Acusación cumplía con los 
elementos necesarios para ser admitida de conformidad al artículo 77 numeral 
5 CPP y en el caso de este tipo penal, se hace la clara narración que el sujeto 
activo es cónyuge de la víctima.  
 
Por último se pronuncian acerca si es un delito de resultado o permanente, y 
hacen la aclaración de que la norma penal solo contempla el delito continuado 
que es el caso que se presenta, son diferentes actos, diferentes momentos 
para concluir con un solo hechos, existe una conexidad temporal y espacial, la 
homogeneidad en el comportamiento delictivo, se infringe la misma disposición 
jurídica, las agresiones y maltrato físico fueron constantes hasta concluir en 
una lesión Psicológica grave, en consecuencia no se pueden separar los 
hechos y como conclusión señalan que la Acusación debió ser admitida por 
cumplir con los requisitos de ley y por presentar la Fiscalía suficiente medios 
probatorios para remitir la causa a Juicio Oral y Público; fallando así a favor del 
Apelante y declarando la nulidad de la resolución emitida por la Juez A quo. 
 
  
En esta Sentencia 157/2010 pudimos constatar el tipo de tratamiento que el 
Tribunal de Apelaciones aplica para los casos de violencia domestica y si 
realmente están basando sus resoluciones en los cuerpos normativos correctos 
y en los Instrumentos Internacionales que han sido ratificados en nuestro país 
para  erradicar este tipo de fenómeno. 
En primer lugar queremos señalar que a toda sentencia proveniente de Primera 
Instancia, se le asigna un número distinto de Asunto al que se le asigna en los 
Juzgados, y es por esto que en la mayoría de los casos, el número que se le 
grava a las Sentencias del Tribunal de Apelaciones en la parte superior es el 
número asignado en el mismo Órgano; luego se le grava el número de 
Sentencia y el año en que es dictada. Se señala también, la fecha y hora en 
que se dicta y la Sala del Tribunal de Apelaciones que lo está dictando, ya que 
existen dos salas de lo Penal en esta Instancia. En este caso estamos 
analizando la sentencia 157/2010 dictada por la Sala Penal Dos del Tribunal de 
Apelaciones el seis de Agosto del año dos mil Diez, a las cinco y diez minutos 
de la tarde. Sentencia que pertenece al número de expediente 005002-ORM1-
2010PN y proyectada por el Magistrado Mario Miranda. 
 
El articulo 154 CPP instruye a los Jueces y Magistrados como debe de ser el 
Contenido de las Sentencias, y como logramos constatar en la Sentencia 
157/2010, en Primer lugar si se hace mención del Juzgado, la fecha y hora en 
que se dicta; en esta caso de la Sala de lo Penal que lo dicta. Se identifica al 
acusado y a la víctima, y se les relaciona como parte del caso Juzgado, es 
decir como sujeto activo y pasivo respectivamente; en este caso la Señora 
Rosa Aura Blandón es el sujeto pasivo, ya que era ella la que sufría los 
maltratos en el seno de su hogar, por parte de su marido el señor Jimmy José 
Estrada Herrera, quien es el sujeto pasivo del delito en el caso que nos ocupa; 
cumpliéndose así con lo señalado también en el articulo 155 Pn. el cual indica 
que debe de existir un lazo conyugal o de hecho estable entre los sujetos. 
  
 La sentencia impugnada es proveniente del Juzgado segundo Distrito Penal de 
Audiencias de Managua, en la cual la Juez A quo decide rechazar la Acusación 
por no reunir los requisitos establecidos en el artículo 77 numeral 5 CPP. 
 
Observamos que evidentemente hay una violación a los artículos 152, 272 
CPP, 155 y 12 Pn., 1 y 2 de la Convención Interamericana Belem do Para, ya 
que si bien es cierto no se le está cuartando de manera total el derecho al 
Ministerio Público, si esta violentándose el articulo 77 CPP principalmente, ya 
que la Resolución emitida por la Juez A quo no puede fundamentarse en la 
falta de los requisitos, porque si los poseía todos y si cumple con los elementos 
de tipo establecidos en el articulo 155 Pn. como es la identificación del sujeto 
activo que en este caso es el ciudadano Jimmy Estrada Herrera, el sujeto 
pasivo que es la ciudadana Rosa Aura Blandón, existe violencia y fuerza, 
debido que el sujeto activo maltrataba constantemente a la víctima, siendo esta 
su cónyuge y teniendo una relación de afectividad, lo que provoca una lesión 
grave en la victima. También cumple con el ámbito de protección especificado 
en los artículos 1 y 2 de la Convención  Belem do Para, Instrumento 
internacional ratificado por nuestro país en aras de la erradicación de la 
violencia contra la mujer, y el cual especifica claramente que la violencia contra 
la mujer es aquella que le cause un daño de cualquier tipo y ya sea en el 
ámbito público como en el privado, así mismo el articulo 2 indica más 
específicamente la violencia que se ejerza en el seno del hogar por la 
convivencia entre los sujetos parte del tipo penal; en este caso evidentemente 
se cumple con lo establecido en los pre citados artículo, ya que la victima 
convivía  con el acusado y sufría de maltratos físicos y psicológicos desde 1990 
hasta el 2010 y todo esto en su propio hogar, que es lo que hace especial a 
este tipo penal, el hecho de que se interrumpa el orden de convivencia normal 
en el hogar a los miembros de la familia. 
Hacemos mención también, a lo que pudimos constatar en relación al artículo 
152 CPP y es que no es la primera vez que los Judiciales obvian algún tipo de 
formalidad en el procedimiento, lo cual en muchos otros casos si ha acarreado 
  
la nulidad. En este asunto la Judicial obvio dictar el Auto luego de la audiencia 
y se limito a resolver sobre la admisión de la Acusación en Acta de Audiencia 
oral y pública, lo cual si nos apegáramos a la legalidad seria evidentemente 
motivo de nulidad y además creemos que esto dejaría en indefensión a la 
Victima. Nos parece muy correcto que en su Resolución el Tribunal llame la 
atención de los judiciales a seguir las formalidades establecidas en la ley. 
En lo referido al artículo 12 Pn., coincidimos en que el Tribunal resolvió de 
manera correcta y es interesante ver la interpretación que le da a la norma 
legal, ya que correctamente no podríamos juzgar un mismo delito dos veces o 
con dos cuerpos normativos distintos, menos tratar de separar los hechos en 
un delito como este por estar presente a un delito no de resultado ni 
permanente, sino un delito continuado, ya que el acusado maltrató 
constantemente a los largo de 20 años a la víctima, es decir configurando el 
mismo delito y mediante una serie de actos idénticamente vulneratorios, según 
algunos comentaristas, la ley no le da relevancia a esos actos, sino que se 
caracteriza por la unidad de resolución o de propósito de un mismo sujeto que 
a pesar de cometer una serie de acciones que se consideran solo como una 
parte del delito, al estar en conjunto constituyen un solo hecho delictivo; es 
decir que en estos tipos de delitos hay una pluralidad de acciones cometidas no 
en un solo momento, sino a lo largo del tiempo y todas en conjunto 
perfeccionan la conducta delictiva. 
Por último nos gustaría hacer la observación de que los Jueces y Magistrados 
tienen el deber de garantizar la protección tanto de la víctima como del 
acusado, y algo peculiar que encontramos en este caso es la afirmación y la 
posición firme que mantuvieron los Magistrados de la Sala Penal Dos en 
relación a que no podían admitir la separación de los hechos porque con esto 
estarían vulnerando los derechos constitucionales y los principios que protegen 
al acusado. Muchas veces los Jueces o Magistrados se olvidan que los delitos, 
y refiriéndonos más específicamente a estos delitos de violencia domestica, 
constan de dos partes, el acusado y la victima; y así como se le debe de 
garantizar protección a la victima para poder llegar a una resolución justa en el 
proceso, también se debe de salvaguardar los derechos del acusado y cumplir 
  
con el debido Proceso, ya que los Magistrados no están para favorecer a las 
partes sino para impartir justicia de la mejor manera posible y garantizar el 
curso normal de la vida de los ciudadanos tanto en la esfera pública como en la 
privada. 
Concluimos que cada año este órgano Judicial recibe un sin número de casos 
relacionados con la violencia domestica, y cada uno de ellos es resuelto de una 
manera particular, y este es solo uno de los tantos que ha venido a ser un poco 
polémico en cuanto a la manera de resolverlo, ya que en su momento se 
discutía un poco en el Tribunal si debían realmente separarse los hechos o 
debían de tomarse como un todo y fue cuando se llego a la unanimidad de que 
se estaba frente a un delito continuado y que el permitir que se separaran los 
hechos era errado y con esto se estarían violentando no solo los derechos del 
acusado, sino también de la víctima. 
 
   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
Conclusiones  
 
Al finalizar este Análisis se pueden llegar a las siguientes conclusiones: 
 
1.- La Violencia domestica o intrafamiliar manifestada física, psicológica, sexual 
y económicamente, tiene su origen en las costumbres socio culturales antiguas  
donde existía en la familia una jerarquización de poderes y la mujer, hijos y 
sirvientes eran considerados inferior al Patriarca. 
2.- Las diferentes luchas en defensa de los derechos de la mujer, los niños, 
discapacitados e incluso los hombres, rompieron con los esquemas y modelos 
históricos de inferioridad y discriminación de un grupo determinado de 
personas dentro del seno familiar y esto permitió que los Estados unieran 
esfuerzos en unificar posiciones para luchar contra la violencia domestica o 
intrafamiliar y garantizar una vida digna a los miembros que la conforman. 
Estos esfuerzos y creación de medidas fueron primeramente en cada Estado 
por separado y luego se elevaron a rango Internacional con la creación de 
Tratados y Convenios para erradicar la violencia y desigualdad en la vida 
pública y privada de cada individuo.  
3.- Nicaragua cuenta con un sistema jurídico que garantizan la prevención y 
sanción de la violencia domestica o intrafamiliar, como lo es la misma 
Constitución Política y el Código Penal; y otros Instrumentos Institucionales que 
viene  a colaborar en la aplicación de las leyes, como los Protocolos de 
Actuaciones. 
4.- El Estado de Nicaragua ha ratificado un sin número de Convenios y 
Tratados Internacionales en materia de Violencia y que garantizan el respeto 
de los derechos inherentes a los humanos. A través de estos Instrumentos, 
Nicaragua ha mejorado progresivamente sus leyes internas y les ha dado 
alcances acordes a los estándares Internacionales tanto en materia Penal 
como Procesal Penal.  
  
 
5.- La Ratificación de Instrumentos Internacionales por parte de nuestro Estado 
ha colaborado a que sean eliminados los actos de discriminación por raza, 
sexo, creencias políticas, entre otras y que sea reconocido el Principio de 
igualdad que es inherente a toda persona humana sin distinción alguna, lo cual 
también es reconocido en nuestra Constitución Política como máximo cuerpo 
Normativo de la Nación. 
6.- El Ministerio Público como órgano que promueve la sanción de los delitos, 
al contar con una Unidad especializada de delitos contra la Violencia de genero 
y la una Dirección Nacional de la Comisaría de la Mujer y la Adolescencia de la 
Policía Nacional se han organizado para dar una mejo atención a las victimas 
de estos casos, creando así Protocolos de actuaciones especializados en el 
tratamiento a las victimas de violencia domestica o intrafamiliar para evitar la 
retardación de justicia y la revictimación. 
7.- Los Órganos encargados de resolver estos casos no presentan una 
posición uniforme en cuanto a sus Resoluciones y esto provoca en muchos de 
los casos la retardación de Justica; así mismo muchos de ello son clausurados 
anticipadamente o resueltos a favor del acusado por la falta de interés de la 
victima o en el peor de los casos porque se llega a una mediación. 
8.-  Las Resoluciones emitidas por los Tribunales de primera Instancia no están 
siendo fundamentadas correctamente lo que ha provocado en algunos casos 
que las víctimas tengan que Apelar para que se les pueda garantizar su 
Derecho. 
9.-  En el caso de la violencia hacia los hombres, es un delito que aun no se le 
da la importancia que se merece, ya que aunque existen leyes que protegen al 
ser humano, no hay normas especializas para la protección y garantía de los 
derechos del hombre esto debido a creencias que se han tenido desde tiempos 
antiguos donde se cree que la mujer y los niños son los únicos sujetos que 
están vulnerables a sufrir este tipo de violencia. 
 
  
Recomendaciones  
 
1.- El Estado debe de promover capacitaciones y métodos para que la 
Población conozca mas de este delito y como erradicarlo de nuestra sociedad. 
Así mismo brindarle mayor información a las victimas para evitar que desistan 
antes de llegar a la fase final del proceso. 
2.- Es necesario que el Estado de Nicaragua dirija mayores recursos a las 
Instituciones que se encargan de atender los casos de violencia domestica o 
intrafamiliar a fin de que estas Instituciones le brinden una mayor y mejor ayuda 
a las victimas del delito.   
3.- Se debe de estudiar la posibilidad de que no exista mediación dentro del 
proceso para los delito de violencia domestica o intrafamiliar, ya que 
actualmente el Ministerio Público recomienda a la victima acudir a la mediación 
y de esta manera  no se procesa el delito, regresando la misma a vivir con el 
agresor, y se crea un circulo de violencia que indirectamente a quien protege 
es al agresor. 
3.- Es necesario que las Instituciones involucradas en la Investigación y 
Resolución de estos casos, incluyendo las de a Sociedad Civil unifiquen 
medidas de protección y que se puedan hacer efectivas las mismas. 
4.- En los casos de violencia domestica, los Jueces y  Magistrados deben de 
tomar en cuenta los Instrumentos Internacionales ratificados por nuestro país 
para fundamentar sus Resoluciones. 
5.- Los Jueces y Magistrados deben de tomar en cuenta todas y cada una de 
las formalidades a seguir en las resoluciones de los casos para evitar que se 
produzca alguna nulidad y se perjudique a la victima. 
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ANEXOS 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
Anexo I 
CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR,  SANCIONAR Y 
ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER  "CONVENCION DE 
BELEM DO PARA"  
 
 LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN,  
 RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido 
consagrado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y reafirmado 
en otros instrumentos internacionales y regionales;  
 AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente 
a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades;  
 PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la 
dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder 
históricamente desiguales entre mujeres y hombres;  
 RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la 
Mujer, adoptada por la Vigésimoquinta Asamblea de Delegadas de la Comisión 
Interamericana de Mujeres, y afirmando que la violencia contra la mujer 
trasciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, 
raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o 
religión y afecta negativamente sus propias bases;  
 CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es 
condición indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e 
igualitaria participación en todas las esferas de vida, y  
 CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, 
sancionar y erradicar toda forma de violencia contra la mujer, en el ámbito de la 
Organización de los Estados Americanos, constituye una positiva contribución 
para proteger los derechos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia 
que puedan afectarlas,  
 HAN CONVENIDO en lo siguiente:  
 CAPITULO I  
 DEFINICION Y AMBITO DE APLICACION  
 Artículo 1  
  
 Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la 
mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, 
daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito 
público como en el privado.  
 Artículo 2  
 Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y 
psicológica:  
 a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra 
relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el 
mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato 
y abuso sexual;  
 b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y 
que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 
prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como 
en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y  
 c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera 
que ocurra.  
 CAPITULO II  
 DERECHOS PROTEGIDOS  
 Artículo 3  
 Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito 
público como en el privado.  
 Artículo 4  
 Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de 
todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los 
instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos.  Estos 
derechos comprenden, entre otros:  
 a. el derecho a que se respete su vida;  
 b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;  
 c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;  
 d. el derecho a no ser sometida a torturas;  
 
  
 e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se 
proteja a su familia;  
 f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;  
 g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, 
que la ampare contra actos que violen sus derechos;  
 h. el derecho a libertad de asociación;  
 i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro 
de la ley, y  
 j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a 
participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones.  
 Artículo 5  
 Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos 
derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre 
derechos humanos.  Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la 
mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos.  
 Artículo 6  
 El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:  
 a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y  
 b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones 
estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en 
conceptos de inferioridad o subordinación.  
 CAPITULO III  
 DEBERES DE LOS ESTADOS  
 Artículo 7  
 Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y 
convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, 
políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar 
a cabo lo siguiente:  
 
  
 a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y 
velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e 
instituciones se comporten de conformidad con esta obligación;  
 b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la 
violencia contra la mujer;  
 c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así 
como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas 
apropiadas que sean del caso;  
 d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de 
hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de 
cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad;  
 e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, 
para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas 
jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la 
violencia contra la mujer; 
 f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya 
sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un 
juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;  
 g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para 
asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a 
resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y 
eficaces, y  
 h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias 
para hacer efectiva esta Convención.  
 Artículo 8  
 Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas 
específicas, inclusive programas para:  
 a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una 
vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan 
sus derechos humanos;  
 b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, 
incluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales 
apropiados a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y 
costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la 
inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles 
  
estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la 
violencia contra la mujer;  
 c. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de 
justicia, policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así 
como del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de 
prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer;  
 d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención 
necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los 
sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda 
la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados;  
 e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector 
privado destinados a concientizar al público sobre los problemas relacionados 
con la violencia contra la mujer, los recursos legales y la reparación que 
corresponda;  
 f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de 
rehabilitación y capacitación que le permitan participar plenamente en la vida 
pública, privada y social;  
 g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de 
difusión que contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus 
formas y a realzar el respeto a la dignidad de la mujer;  
 h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás 
información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la 
violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para 
prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar 
los cambios que sean necesarios, y  
 i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y 
experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer 
objeto de violencia.  
 Artículo 9  
 Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados 
Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la 
violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su 
condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada.  En igual sentido se 
considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando está embarazada, es 
discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica 
desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de privación 
de su libertad. 
  
 CAPITULO IV  
 MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCION  
 Artículo 10 
 Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de 
violencia, en los informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, 
los Estados Partes deberán incluir información sobre las medidas adoptadas 
para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer, para asistir a la mujer 
afectada por la violencia, así como sobre las dificultades que observen en la 
aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la violencia contra la 
mujer.  
 Artículo 11  
 Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de 
Mujeres, podrán requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
opinión consultiva sobre la interpretación de esta Convención.  
 Artículo 12  
 Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental 
legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, 
puede presentar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
peticiones que contengan denuncias o quejas de violación del artículo 7 de la 
presente Convención por un Estado Parte, y la Comisión las considerará de 
acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento para la presentación 
y consideración de peticiones estipulados en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos.  
 CAPITULO V  
 DISPOSICIONES GENERALES  
 Artículo 13  
 Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como 
restricción o limitación a la legislación interna de los Estados Partes que prevea 
iguales o mayores protecciones y garantías de los derechos de la mujer y 
salvaguardias adecuadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer.  
 Artículo 14  
 Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como 
restricción o limitación a la Convención Americana sobre Derechos Humanos o 
  
a otras convenciones internacionales sobre la materia que prevean iguales o 
mayores protecciones relacionadas con este tema.  
 Artículo 15  
 La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados miembros 
de la Organización de los Estados Americanos.  
 Artículo 16  
 La presente Convención está sujeta a ratificación.  Los instrumentos de 
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos.  
 Artículo 17  
 La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado.  
Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos.  
 Artículo 18  
 Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al momento 
de aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que:  
 a. no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención;  
 b. no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones 
específicas.  
 Artículo 19  
 Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por conducto 
de la Comisión Interamericana de Mujeres, una propuesta de emnienda a esta 
Convención.  
 Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas 
en la fecha en que dos tercios de los Estados Partes hayan depositado el 
respectivo instrumento de ratificación.  En cuanto al resto de los Estados 
Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos 
instrumentos de ratificación.  
 Artículo 20  
 Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que 
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la 
presente Convención podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o 
  
adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o 
solamente a una o más de ellas.  
 Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento mediante 
declaraciones ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades 
territoriales a las que se aplicará la presente Convención.  Dichas 
declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta días después 
de recibidas.  
 Artículo 21  
 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que se haya depositado el segundo instrumento de ratificación.  Para cada 
Estado que ratifique o adhiera a la Convención después de haber sido 
depositado el segundo instrumento de ratificación, entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de 
ratificación o adhesión.  
 Artículo 22  
 El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la 
Organización de los Estados Americanos de la entrada en vigor de la 
Convención.  
 Artículo 23  
 El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos 
presentará un informe anual a los Estados miembros de la Organización sobre 
el estado de esta Convención, inclusive sobre las firmas, depósitos de 
instrumentos de ratificación, adhesión o declaraciones, así como las reservas 
que hubieren presentado los Estados Partes y, en su caso, el informe sobre las 
mismas.  
 Artículo 24  
 La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los 
Estados Partes podrá denunciarla mediante el depósito de un instrumento con 
ese fin en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.  
Un año después a partir de la fecha del depósito del instrumento de denuncia, 
la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante, quedando 
subsistente para los demás Estados Partes.  
 Artículo 25  
 El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, 
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la 
  
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que 
enviará copia certificada de su texto para su registro y publicación a la 
Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la 
Carta de las Naciones Unidas.  
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente 
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman el presente Convenio, que se 
llamará Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la 
Violencia contra la Mujer "Convención de Belem do Pará".  
HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO PARA, BRASIL, el nueve de junio de 
mil novecientos noventa y cuatro. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
Anexo II 
Diagnostico de Violencia Intrafamiliar por Policía Nacional y Comisaria de la 
Mujer y la Niñez. 
Fuentes estadísticas  
El estudio “Sistemas de información acerca de la violencia contra las mujeres y 
la niñez en Nicaragua”, realizado en el año 2007 analiza las fuentes de 
información, diferenciando dos niveles: i) las encuestas; y ii) los registros y/o 
sistemas estadísticos institucionales. 
 
El estudio encontró hallazgos importantes, entre los que se destacan: i) la 
disponibilidad de información, que en este caso ha sido mayor sobre la 
violencia intrafamiliar contra la mujer, no así acerca de la violencia contra la 
niñez; ii) las debilidades en el marco conceptual a partir de donde se precisan 
las variables e indicadores, para lo cual sería necesario establecer un marco 
conceptual común, con mayor consistencia y coherencia; y iii) pérdida del 
abordaje integral del problema, al fundamentar el sistema estadístico en 
servicios diseñados en base a lo que la institución demanda, dándole a cada 
institución seguimiento al servicio y no a las personas desde un enfoque 
humano. 
 
Por otra parte, el Instituto Nacional de Información de Desarrollo (INIDE), es la 
instancia pública precursora al incluir en investigaciones sociales, de carácter 
cualitativo, el tema de género. Existen además sistemas de registros 
institucionales, como el de la Dirección de la Comisaría de la Mujer y la Niñez. 
 
El Ministerio de Salud (MINSA) cuenta con varios sistemas de registros: el 
Sistema de Vigilancia de Lesiones en 8 Hospitales; 3 Observatorios 
Municipales de Prevención de la Violencia; además con el Sistema de 
Información Estadística que registra en las unidades de salud la violencia física 
y psicológica. 
 
El Poder Judicial, a través de la Comisión Técnica de Estadísticas, ha puesto 
en marcha el sistema de indicadores del sector justicia, para desarrollar el 
Observatorio de Mejora del Tratamiento de la Información Estadística en 
materia de la violencia intrafamiliar y sexual. La comisión está conformada por 
las Direcciones de Estadísticas de la Corte Suprema de Justicia, el Ministerio 
Público, la Policía Nacional, la Procuraduría General de la República, el 
Sistema Penitenciario Nacional, el Ministerio de Gobernación y la Dirección 
General de Migración y Extranjería. En la actualidad cuentan con indicadores 
que se encuentran en proceso de validación. 
 
El Instituto de Medicina Legal cuenta con un sistema estadístico desde el año 
1999, registra los peritajes médicos que se realizan a mujeres y hombres de 
todas las edades, con una cobertura de 24 municipios incluido Managua, la 
RAAS y la RAAN. 
 
  
Existen dos sistemas de registros en organizaciones de la sociedad civil: i) la 
Red de Mujeres Contra la Violencia en el año 2004 elaboró el Sistema de 
Registros en el nivel nacional, en el marco del Proyecto de Reforzamiento de la 
Incidencia Política de la Red de Mujeres contra la Violencia, no obstante, no se 
encuentra funcionando; y ii) la Alianza de Centros, que reúne a 31 centros 
alternativos y organizaciones no gubernamentales que trabajan el tema de la 
violencia de género en sus distintas manifestaciones, ha elaborado un sistema 
de registros sobre las acciones de referencia y contra referencia comunitaria, 
implementado a partir del año 2009. 
 
Tipificación de las personas agresoras 
 
Según los registros de las Comisarías, en los casos de violencia intrafamiliar 
hacia la mujer, la mayoría de los agresores son sus cónyuges y ex cónyuges.  
 
Un 58.0 por ciento tienen edades de 16 a 40 años, el 68.0 por ciento cuenta 
con un nivel educativo de primaria, y el 23.6 por ciento ha cursado secundaria; 
un 18.0 por ciento están en el desempleo, el 11.6 por ciento se dedica a la 
agricultura; el 10.0 por ciento al comercio y un 24.0 por ciento no tiene 
ocupación definida. 
 
De los hombres que cometieron violencia sexual, en su mayoría la relación con 
la víctima es de novios; cifras que se han incrementado en los últimos años, 
pasando de un 20.0 por ciento en el 2005, al 26.0 por ciento en el 2006 y 32.0 
por ciento en el 2007, mostrando una clara tendencia al crecimiento. 
 
Violencia Intrafamiliar y sexual en el departamento de Managua, periodo 
del 2004 al 2007 
 
Tabla número 1 
Violencia Intrafamiliar y Sexual en Managua, 
Periodo 2001-2007 
Año VIF Delitos Sexuales  
2004 3,935 655 
2005 2,995 421 
2006 3,731 827 
2007 5,098 940 
Las cifras reportan que todas las cifras de VIF eran inferiores  en con el periodo 
del 2004 al 2006, las cuales entran en ascenso en el 2007. 
 
Por otra parte, el comportamiento no resulta completamente homogéneo en los 
departamentos del país, las Comisarías presentan fluctuaciones en las cifras 
reportadas de violencia intrafamiliar, que en todos los casos son inferiores en el 
año 2007 con relación al 2004, con excepción de Managua y Carazo. 
 
En el caso de los delitos sexuales, también se presentan fluctuaciones, 
incrementándose en el año 2007 en casi todos los departamentos, con 
excepción de Masaya y Rivas que mantienen una tendencia decreciente. 
